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El presente trabajo tiene como objetivo analizar el modelo de gobernanza 
universitaria a la luz de la perspectiva teórica de la Nueva Gobernanza Pública. La 
necesidad de reflexionar sobre la gobernanza universitaria se da en el marco de la 
promoción de una participación más democrática de la comunidad universitaria en la 
toma de decisiones de la Universidad Nacional de Colombia. Esta se da al mismo tiempo 
que afronta las exigencias de agentes externos interesados tales como el Estado, el sector 
productivo o los mismos egresados. A través de una revisión documental, se presentan 
ejemplos de implementación de gobernanzas universitarias que combinan elementos 
innovadores de la teoría con las realidades sociales, políticas y económicas de las 
universidades. Por último, se aportan algunas recomendaciones pertinentes para el 
fortalecimiento de la gobernanza en la Universidad Nacional de Colombia.  
Palabras claves: Universidad Nacional de Colombia, Gobernanza, Gobierno 







The present work aims to analyze the university governance model in light of the 
theorical perspective of the New Public Governance. The need to reflect on university 
governance occurs within the framework of promoting a more democratic participation 
of the university community in decisions-making at National University of Colombia. 
This occurs at the same time that it faces the demands of interested external agents such 
as the State, the productive sector or the graduates themselves. Through a documentary 
review, examples of university governances are presented that combine innovative 
elements of the theory with the social, political and economic realities of universities. 
Finally, some pertinent recommendations are provided for strengthening governance at 
the National University of Colombia.  
Keywords: National University of Colombia, Governance, University 
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Introducción: ¿Por qué pensar en un nuevo modelo de 
gobernanza para la Universidad Nacional de Colombia? 
 
La organización institucional es el reflejo de la correlación de fuerzas entre los 
agentes, o más exactamente, entre los poderes que ellos detentan a título personal 
y, sobre todo, a través de las instituciones de las cuales ellos hacen parte  
—Misas, 2004, p. 147 
 
Cuando se propone reflexionar y efectuar transformaciones en el modelo de 
gobernanza pública de una institución, no se está refiriendo a un ajuste “técnico” en la 
manera como se toman las decisiones, mucho menos a un cambio menor en la gestión de 
las entidades públicas. La gobernanza apunta a la modificación de las “reglas de juego” 
mediante las cuales se toman las decisiones: “Estas reformas apuntan a una larga lista de 
objetivos, incluida la reducción de la corrupción, la mejora del Estado de derecho, el 
aumento de la rendición de cuentas y la eficacia de las instituciones públicas, y la 
profundización del acceso y la participación de la ciudadanía”1 (Rodrik, 2008, p. 17). No 
obstante, no existe una fórmula que permita en este momento y para las necesidades de 
la Universidad Nacional de Colombia (UNAL) solucionar problemas que apelan a la 
organización y la legitimidad de la institución.  
La UNAL es, ante todo, un patrimonio nacional, y la consecución de sus fines 
misionales son objeto de interés de los agentes políticos y administrativos dentro y fuera 
de la institución. A pesar de esto, dentro y fuera de la Universidad, hace falta una 
discusión más amplia sobre los procesos de gobernanza. Por esta razón, el presente trabajo 
busca reflexionar sobre el estatus del actual modelo de gobernanza de la Universidad, 
influenciado recientemente por las propuestas derivadas de la Nueva Gestión Pública 
 
1 Traducción del autor. 
Introducción: ¿Por qué pensar en un nuevo modelo de gobernanza para la Universidad 
Nacional de Colombia? 
13 
 
(NGP), que convive con elementos de Gobernanza Pública y modelos tradicionales 
burocráticos y jerárquicos (Misas, 2004, p. 147).  
En actualidad, la Universidad demanda estándares de gestión y dirección 
institucional que respondan de manera más adecuada a las exigencias de la sociedad 
moderna democrática: 
Se advierte una falta de adecuación día a día más grande, profunda y grave entre 
los diversos saberes discordes, troceados, encasillados en disciplinas y carreras 
universitarias y, por otra parte, realidades tendientes a problemas cada vez más 
multidisciplinarios, transversales, multidimensionales, transnacionales, globales y 
planetarios (Morin, 2014 citado por Ganga et al. 2018, p. 124).     
La discusión pública se erige como la piedra angular que permite construir las 
demás instituciones y dependencias de la universidad como el camino a través del cual se 
puede alcanzar un mejor entendimiento de las actividades individuales y de sus 
combinaciones (Amartya Sen, 2009, p. 241-242). El disenso, y no el consenso impuesto 
a la fuerza, da voz a la diversidad inherente de la universidad. El conflicto y la 
confrontación hacen parte del modus vivendi de la universidad, y más de la universidad 
pública como expresión de la nación entera. Solo los “diferentes” (Arendt, 1997) pueden 
crear la comunidad política, siempre y cuando ellos estén dispuestos a aceptar los 
mínimos principios democráticos como los valores intrínsecos de todos los procesos 
dentro y fuera de la universidad.  
A pesar de estas certezas apoyadas en las reflexiones de sus propios profesores, la 
Universidad ha transitado el camino hacia la “gerencialización” y la “tecnificación” con 
una dirección desprovista de una consciencia clara de que la democracia también le atañe 
a ella misma (Múnera, 2011, p. 37). Hoy se puede hablar de una clase de “universidad 
neoliberal” caracterizada por ser una entrepreneurial university, una enterprise university 
(Peters y Jandric, 2018, p. 554). Ella está basada en la idea de la technological excellence 
y contienen los supuestos de individualidad, racionalidad e interés propio, donde se 
prioriza la investigación que produce recursos y una política inclusiva a través del 
endeudamiento de los estudiantes. Por lo demás, la universidad neoliberal ha disminuido 
el estatus público, apartándose de preguntas y cuestionamientos relacionados con los 
problemas netamente públicos y reemplazándolos por los del interés, la inversión, la 
auditoria y la responsabilidad (Peters y Jandric, 2018, pp. 555-558).  
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En cuanto a la gestión se refiere, la universidad neoliberal impuso la evaluación 
como modelo social dominante de la administración (Castro, 2015, p. 49). La gestión por 
logro de resultados, los indicadores de gestión, las evaluaciones de desempeño se 
convirtieron en criterios para la construcción y mejoramiento continuo del modelo 
gerencialista. La gestión del desempeño reemplazó a la gestión científica (Pérez, 2018; 
Peters y Jandric, 2018). La irrupción de la universidad gerencialista hace que los procesos 
de gestión entorpezcan los procesos netamente académicos. En lugar de producir 
eficiencia, retardan e inmovilizan la gestión del recurso para los fines académicos de la 
universidad. 
En el caso de la producción académica y los afanes cortoplacistas que parece 
demostrar el modelo de la NGP, la gerencia del sistema de conocimiento parece estar 
basada en la práctica de su extracción de la cabeza de las personas para etiquetarlo como 
propiedad intelectual bajo los derechos de autor, de patente o de la ley internacional de 
comercio y negocios, a fin de ponerlo al servicio no de la comunidad sino del beneficio 
individual. Se trata de una apropiación de la plusvalía del conocimiento (Peters y Jandric, 
2018, p. 557).  
En el ámbito de la gestión y la gobernanza universitaria, la irrupción de los 
entornos digitales y de las Tics denota los problemas del modelo de la NGP en cuanto a 
integración organizacional de los distintos cuerpos de una institución. Lo digital tiene la 
característica de reintegrar aquello que el modelo gerencialista había desintegrado. 
Simplifica además la relación entre los ciudadanos y las entidades (Dunleavy et al., 2006, 
p. 481), reformando o incluso reinterpretando la relación entre las autoridades 
universitarias y los estudiantes, profesores y demás interesados. 
La búsqueda democrática de una universidad más incluyente —que no imponga 
los criterios del mercado por encima de los de reconocimiento de la identidad y los 
derechos del ciudadano— encarna la naturaleza de la universidad moderna. La 
democracia garantiza el “libre desarrollo de la ciencia y el conocimiento” (Castro, 2015, 
p. 51), además de promover el reconocimiento de sus miembros en su diversidad. Gómez 
(2020) considera que la universidad debe tener en cuenta su contexto social para pensar, 
entre otras cosas, su identidad, sus modelos pedagógicos y también sus modelos de 
gestión. La reflexión acerca de los modelos de gobernanza no puede basarse en teorías 
que se importan, sino más bien en idea complejas derivadas del análisis de la sociedad. 
La intervención de grupos interesados y de la sociedad civil en general puede ser también 
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solventada a través de la interacción, transmisión, creación y divulgación del 
conocimiento (Bula, 2020).  
La gobernanza universitaria está íntimamente relacionada con la autonomía 
institucional, producto de reivindicaciones propias de las tensiones entre la comunidad 
universitaria y los “poderes externos que intentan dominarla” (Castro, 2015, p. 40). Como 
Miñana (2011) afirma, existen varias formas de concebir la autonomía universitaria, las 
cuales dependen de la tradición heredada por el campo universitario según lugar 
geográfico. En Colombia, la autonomía universitaria —en la que se basa un tipo de 
gobernanza que propicia el fortalecimiento de las colegiaturas— está asociada más a la 
autonomía institucional de la universidad frente al Estado; no como la libertad académica 
anglosajona (p. 90)2. Para algunos miembros de la comunidad universitaria, la presencia 
de criterios administrativos y empresariales “lesionan” la autonomía (Bula, Misas, 2004, 
p. 150). La lógica de la empresa denota la división que se fragua recientemente entre el 
estamento docente y, en ocasiones, los administrativos, quienes parecen formar parte de 
una empresa más que de un centro de producción de conocimiento (Miñana, 2011, p. 98).  
La autonomía era un baluarte propio de la formación, de la docencia. 
Paulatinamente, se ha venido desplazando también hacia la investigación y la extensión, 
lo que ha conllevado en no pocas veces a entenderse solo en estos últimos contextos 
(Bula, 2011). A pesar de eso, la autonomía académica se preserva, aunque se ponga en 
duda constantemente la autonomía institucional.  
El presente texto pretende ser una excusa para hacer un llamado a directivas, 
profesores, administrativos y estudiantes, así como también a todos los interesados en los 
procesos de gobernanza universitaria (gobierno, sector productivo, egresados, entre otros) 
a dejar a un lado los sectarismos que no contribuyen a conformar la comunidad 
universitaria que queremos. No se debe conducir la diversidad propia de una comunidad 
tan plural como la de la UNAL a fragmentaciones y faccionalismos. No obstante, este 
fenómeno es síntoma de la necesidad del retorno de un tipo de dirección no basada 
exclusivamente en los resultados, sino más bien en los mandatos de orden constitucional 
y legal para el favorecimiento del tejido social de la nación y de la formación de 
ciudadanos convencidos de la democracia. Ella misma puede hacer ciudadanos 
demócratas sin emular las instituciones democráticas en su interior, pues no se trata de 
 
2 Ver apartado sobre la gobernanza en la universidad anglosajona. 
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transferir la democracia, tal y como la conocemos, hacia la universidad, creyendo que así 
se responde a las exigencias democráticas dentro de la comunidad universitaria.  
El presente trabajo busca también aportar un análisis de las posibilidades de las 
nuevas formas de gobernanzas universitarias en el ámbito de la organización del poder de 
toma de decisiones, bajo la suposición de que estas formas organizacionales deben estar 
legitimadas por la comunidad universitaria para garantizar la gobernabilidad 
universitaria3. El núcleo de la presente reflexión está entonces en definir criterios y 
recomendaciones para pensar la gobernanza universitaria, que aquí se entenderá como “el 
entramado de reglas y prácticas (estructuras y procesos) que fijan los límites e incentivos 
para la constitución, funcionamiento y dirección de las relaciones de poder entre los 
actores de una institución académica” (Acosta y Celis., 2015, p. [26]). 
La gobernanza apunta a un modo de gobierno que apela a la negociación, la 
coordinación y la cooperación entre todos los actores dentro de la comunidad, sin dejar 
aparte los grupos y actores interesados externos. El fundamento de interesarse por los 
procesos de gobernanza está en que el gobierno jerárquico es insuficiente para las actuales 
necesidades de la comunidad, tanto porque está cooptado por el rigorismo de la norma, 
como también porque las manifestaciones sociales dentro de la Universidad son cada vez 
más diversas y además encuentran en la acción comunitaria aislada formas innovadoras 
para la resolución de problemas a veces imposibles para las autoridades de la universidad. 
Así pues, la propuesta de gobernanza aquí presentada se basa en la complejidad del tejido 
social de la comunidad universitaria, en la necesidad de reconocer las identidades diversas 
y a veces contradictorias dentro de la comunidad y, por lo tanto, la de aplicar una 
verdadera descentralización en la toma de decisiones, preservando siempre la 
gobernabilidad en términos de ejecución administrativa.  
El presente texto no quiere ser una guía práctica y mucho menos técnica para la 
gobernanza y gestión universitaria, sino que se limita a aportar una reflexión pertinente 
para la realidad de la gobernanza de la UNAL. Para ello, se describirá el origen de la 
necesidad en la necesidad de definir la identidad de la UNAL, su ethos en medio de la 
coyuntura actual del país. Luego, se propondrá una conceptualización de la Nueva 
 
3  Aquí se entenderá por gobernabilidad lo que Acosta y Celis (2015) conceptualiza como: “una propiedad, 
cualidad o estado de las relaciones de gobierno, definida como un equilibrio dinámico entre las demandas 
articuladas por los actores universitarios y la capacidad del sistema de toma de decisiones para responderlas 
de manera colectivamente aceptada (legítima) y eficaz” (p. [26]). 
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Gobernanza Pública como modelo teórico en el campo de la gestión pública, a fin de 
entender su concreción en el gobierno universitario. Se expondrán algunos ejemplos de 
gobernanza universitaria alrededor del mundo, haciendo una historia de su trayectoria y 
los alcances de las actuales reformas. Por último, se analizarán algunos elementos 
esenciales para entender la gobernanza en la UNAL y se formularán algunos lineamientos 
estratégicos a modo de recomendaciones, a fin de nutrir las próximas reflexiones sobre la 




Capítulo 1. Aspectos teóricos: la Nueva Gobernanza Pública 
1.1. En búsqueda de la identidad universitaria 
Una de las conclusiones de la Cátedra Universidad Nacional de Colombia 
“Propuestas colectivas para la Nación”4 fue la de repensar el ethos universitario, 
particularmente el de la UNAL, que incluye el reconocimiento de los distintos miembros, 
grupos y estamentos de la educación superior pública. La UNAL condensa el estatus de 
la universidad pública con todas sus ventajas y también con los obstáculos que hoy vive 
la implementación de una gobernanza universitaria más acorde con la realidad del país. 
De la UNAL se esperan las líneas de acción para el comportamiento de las demás 
Instituciones de Educación Superior (IES) e incluso las de naturaleza privada. Es por eso 
que el presente texto intenta ser también una excusa para reflexionar sobre los procesos 
de gobernanza universitaria en todas las instituciones de educación superior en el país y, 
por qué no también, de otros países. 
Hablar del ethos universitario escapa de las discusiones técnicas y administrativas 
de la universidad. El ethos, propio del ámbito cultural y no gerencial ni empresarial, no 
se restringe tampoco a los referentes normativos, ni siquiera a los que se refieren al ámbito 
legal (Gómez, 2020). La reflexión del ethos es una discusión nacida de la autonomía de 
la institución al buscar su propia identidad y personalidad en el medio educativo, social y 
político del país (Bula, 2011). El ethos se refiere, entonces, no solamente al referente 
institucional, sino esencialmente a los modos de vida, los modos de existir, y también al 
deber ser de la universidad. Asimismo, se manifiesta de distintas maneras en la vida de la 
universidad, aunque siempre con una identidad por encontrar.  
La búsqueda del ethos de la UNAL requiere reinterpretar una tradición académica 
heredada y que ha transcurrido varias etapas, compartidas con la universidad colombiana. 
La primera corresponde a la universidad de la modernización, cuyo camino inició con la 
opción de promover el desarrollo y la promoción de la ciencia, la técnica y la tecnología 
(Hoyos, 2003, p. 2). Se trata de un modelo en el que no es aconsejable persistir, 
precisamente porque no está interesado en crear un ambiente propicio para el 
 
4 Cátedra realizada en el segundo semestre de 2020 y organizada por el profesor Beethoven Herrera 
Valencia, profesor de la Facultad de Economía de la UNAL. Su propósito principal fue retomar y visibilizar 
reflexiones de distintos académicos y pensadores acerca de la pertinencia social de la UNAL, de su 
funcionamiento actual y de los desafíos que debe enfrentar en el corto plazo en un medio a veces hostil 
hacia la educación superior pública. Aunque ninguna ponencia tocó el tema de la gobernanza universitaria, 
algunas de ellas, que serán aquí citadas, aportan elementos que movilizan la presente argumentación.  




“pensamiento crítico” (Harari, 2018, p. 295). Además, los valores que promueve están 
relacionados con la obtención de metas económicas, delegando la colaboración y la 
creatividad a grupos funcionales a los intereses empresariales.  
La segunda etapa, la universidad revolucionaria, es —tal y como lo sugiere Hoyos 
(2003)— la “caja de resonancia de los conflictos de la época” (p. 2). Manifestada desde 
la década de los sesenta, a ella han pertenecido generaciones de mujeres y hombres 
interesados en cambiar las dinámicas de la sociedad en pro de la justicia social. Esta 
universidad coexiste todavía, pero cada vez en proporciones más bajas. La tercera 
corresponde a la universidad de investigación. Al igual que la primera, esta etapa tiene 
una fuerte asociación a formas modernizantes de la educación, la pedagogía y la gestión 
universitaria. De ella se han desprendido los actuales modelos de gestión universitaria de 
carácter empresarial, pues en términos académicos no produce sino unidades académicas 
aisladas y fragmentadas—una clase de dependencias que marchan en solitario buscando 
los beneficios individuales y ya no colectivos (Miñana, 2011, p. 105)—.  
Por último, la etapa que corresponde a la universidad política, que en realidad 
convive con el tipo más mercantilista y que busca obtener del sistema político puestos 
para ubicar asesores del poder central (Hoyos, 2003, p. [2]). Este tipo de universidad no 
está interesada en la formación integral de los estudiantes, ni tiene en cuenta la diversidad 
de su tejido social y tampoco se esfuerza por transmitir enseñanzas que hagan énfasis en 
el “uso para la vida” de esas habilidades.  
La universidad se conforma por las personas que en ella coexisten. La pequeña 
parte de la sociedad que tiene la fortuna de pasar por allí tiene la característica de ser tan 
diversa como el país mismo. La definición del ethos de la Universidad pasa por la 
identificación de esas raíces que conectan con esa sociedad en concreto. Por esta razón, 
explicar la universidad a través de los modelos unificadores y universalizantes —es decir, 
que excluyen a la diversidad de la definición— es algo por superar también en los 
modelos de gobernanza universitaria: 
Las universidades, como organizaciones complejas que son, necesitan determinar 
con nitidez sus fines, objetivos y metas, criterios de pertenencia, entornos 
relevantes, los medios con que procesan sus riesgos e incertidumbres y se diseñan 
sus procesos y sus respectivas estructuras. Idea que las sitúa frente la realidad de 




definir claramente su telos configurante y la forma de gestión hacia la cual 
orientan su accionar. (Ganga et al., 2018, p. 125) 
La idea de la universidad única, con una sola forma de ser, no existe en la realidad 
a pesar de intentos obstinados por hacerla posible (Hoyos, 2003, p. [3]). La universidad 
no encuentra en la racionalidad utilitarista y “reduccionista” la manera como ella debe 
gestionarse. Se trata, por el contrario, de encontrar modelos de gobierno universitario que 
integren y ayuden a “comprender cada uno de los extremos en su contexto y en su 
tradición” (Hoyos, 2003, p. [4]): no juzgar la verdad de los demás, ni sus concepciones 
de mundo y la verdad, apelando a la posibilidad de implementar consensos traslapados5 
que permitan incluir visiones de la realidad no universalizantes, capaces de llegar a 
acuerdos mínimos o básicos sobre algunas nociones.  
Para ello, se deben implementar canales que le permitan a la comunidad 
universitaria expresar su visión de los objetivos y las estrategias por implementar a la 
hora de pensar la universidad. Cualquier camino cortoplacista, inmediatista o guiado por 
los meros resultados impedirá recoger de la acción diaria de la gestión universitaria la 
tradición en la diversidad que la universidad contiene en sí. La universidad debe ser el 
lugar en donde puedan discutirse concepciones y criterios con justificación racional, pues 
ella misma es modelo de conducción racional y dialogante de los debates teóricos, 
técnicos y prácticos de la sociedad (Hoyos, 2003, p. [4]).  
1.2. Nueva Gobernanza Pública 
Cuando se habla de la gobernanza universitaria, se pueden distinguir, por lo 
menos, dos tipos de ámbitos de análisis: el organizacional y el de legitimidad (Acosta y 
Celis, 2015). En el primero, deben distinguirse tres nociones que designan realidades 
distintas: 1) el gobierno, referido a la estructura y los mecanismos que posibilitan la toma 
de decisiones en la organización; 2) la gestión; es decir, la estructura para la ejecución de 
las decisiones (administración universitaria), y 3) liderazgo universitario, los mecanismos 
a través de los cuales los individuos buscan influir en la toma de decisiones de las 
instituciones.  
 
5 Se entiende por “consenso traslapado” (overlapping consensus) al acuerdo sobre valores políticos y 
principios públicos básicos o mínimos que los ciudadanos pueden asumir sobre la realidad, evitando 
concepciones comprensivas y universalizantes que anulen el alcance de objetivos políticos en la sociedad. 
Permite que las diferentes doctrinas se lleven a cabo, sin suprimir ninguna por la tendencia universalizante 
que cada una incumba en su interior. John Rawls. La justicia como equidad: una reformulación cit. por 
García Barriga, p. 61. 




La gobernanza es fundamentalmente una reflexión pausada del “sentido del 
gobierno” y el establecimiento de nuevos métodos de gobierno de la sociedad producidos 
por la mutación de los límites entre lo público, lo privado y la sociedad (Sabogal, 2015, 
p. 60). Aunque el discurso empresarial se haya impuesto como el discurso dominante a 
través de los modelos de NGP (Castro, 2015, p. 24), alrededor del mundo, nuevas 
propuestas de gobernanza pública nacen como respuesta a esa mercantilización y 
privatización de las dinámicas administrativas en la educación superior (Múnera, 2011; 
Dunleavy et al., 2006, p. 468).  
Un prerrequisito de la gobernanza es la formación y participación activa de la 
sociedad en los asuntos públicos. Sin dejar a un lado el trabajo activo de la administración 
pública, los grupos externos deben preocuparse por su propia organización y capacidad 
de dirigir sus intereses particulares hacia los comunes o generales. Es por eso que la 
gobernanza se entiende como el “proceso de gobernar” mediante la imposición a priori 
de los objetivos a alcanzar por la sociedad y en el que participan la mayor parte de grupos 
interesados en ella. La acción del Estado, es decir, la administración, pone a disposición 
de estos objetivos todos los medios posibles para alcanzarlos y para mejorar 
constantemente la gobernanza a través de sus dimensiones: el gobierno de la ley, la 
transparencia, la participación a través de las voces de distintos actores, la rendición de 
cuentas (accountability) y gobierno efectivo (Rodrik, 2008, p. 17-18)6.  
Estos medios no son solamente técnicos, sino sociales y políticos, por lo que todo 
el sistema social se basa en el conocimiento y la información para la eficacia real de la 
dirección del gobierno (Aguilar, 2016, p. 24). Lo técnico está ordenado al cumplimiento 
de las metas sociales y políticas establecidas por toda la sociedad en un proceso de 
negociación interno. Solamente habrá transición entre gobierno y gobernanza cuando se 
acepten los objetivos establecidos por la comunidad, que bajo ninguna circunstancia es 
definida exclusivamente desde arriba, sino discutida entre todos.  
Como la realidad es compleja, sus problemas también lo son, y así mismo la 
solución de ellos. No se puede concebir de ninguna manera que ellos mismos no están 
definidos por la pluralidad de dimensiones y de causas que subyacen a su existencia 
 
6 Todo esto se concreta en la famosa “buena gobernanza”, que implica alcanzar las dimensiones 
anteriormente dichas con un nivel de bienestar material para los miembros de la comunidad. La 
planificación hacia el desarrollo en la universidad debe contener precisamente los medios y los fines para 
alcanzar una mejor toma de decisión junto al mejoramiento del bienestar económico de los estudiantes y 
demás miembros de la comunidad universitaria.   




(Aguilar, 2016, p. 27). Nadie en la sociedad puede resolver sus propios problemas sin 
contar con la ayuda de los demás. Solo la “asociación cooperativa”, un tipo de “gobierno 
relacional” basado en los procesos de intercambio y la asociación del gobierno con actores 
interesados puede abordarlos de manera integral. Esto se comprueba a través de las fallas 
recurrentes de la acción del Estado en sociedad, en particular porque el gobierno no es 
omnisciente ni omnicomprensivo (Aguilar, 2016, pp. 28-29). 
La gobernanza exige, entonces, que los sujetos que participan en la toma de 
decisiones políticas sean autónomos frente al gobierno, al Estado, a los agentes estatales 
y entre ellos mismos. Debido a que su actuar no se rige bajo la norma, los grupos de 
interés se mueven por las propias percepciones acerca de la realidad social en la que viven 
y de las necesidades e intereses que los mueven a acudir a la acción conjunta (Chica y 
Salazar, 2021, p. 30). A pesar de esta consciencia de interdependencia, los agentes deben 
ser lo suficientemente autónomos en su relación con los otros. Su interacción no depende 
de marcos regulados a través de la norma o la ley, sino que incluso se expanden a los que 
se constituyen a través de las percepciones cognitivas, simbólicas y míticas. Es a través 
de esta última característica que busca “legitimidad social y política” de las acciones de 
gestión pública del Estado. Para que haya una acción dentro del marco del modelo de 
gobernanza, es necesario que los grupos posean tres características en el marco de sus 
acciones: organizados para la resolución de problemas; institucionalizados, pues 
requieren de normas o reglas que conduzcan el comportamiento de sus miembros; y 
normativo o axiológico, es decir, que tengan un referente ético del deber ser de la acción 
(Nussbaum, 2011; Chica y Salazar, 2021, p. 30). 
La acción conjunta de grupos interesados representa el papel activo de la sociedad 
civil capaz de implicarse en la acción pública. Es autónomo en cuanto a que no sigue el 
patrón de acción de los agentes estatales o del gobierno, así como también reemplaza las 
dependencias tradicionales por filiaciones activas con el gobierno. La representación 
política no puede supeditarlas ni comprenderlas en su acción política. Precisamente, la 
acción de la sociedad civil en el marco de la gobernanza toma distancia de una 
representación política que ha fallado en allegar los intereses de los grupos sociales a 
escenarios de disputa política como el Estado.  




En esta medida, debe leerse la Nueva Gobernanza Pública como un modelo de 
toma de decisiones7 cuya manifestación en el modelo de gestión no pretende ser una 
salida al modelo gerencialista para aterrizar en uno de corte “social”, sino que puede 
definirse como un camino intermedio, en donde la toma de decisiones y la gestión está 
todavía controlada por los entes públicos, pero con una gran participación del sector 
privado y de la sociedad representada en los grupos de interés (Pliscoff, 2017, p. 156). El 
modelo burocrático y el de la NGP resultan ser inadecuados en el uso de la “capacidad de 
gobierno” para establecer objetivos sociales y políticos deseables. El uno por ser 
autoritario y excluyente, el otro por estar disperso y débilmente concentrado para asumir 
un rol activo (Dunleavy, 2006, p. 470).  
Frente a la NGP, la gobernanza busca ser una metodología de acción 
gubernamental que involucra lo social en la administración pública. Se invita a los 
ciudadanos a participar en la gestión gubernamental y a la administración a dirigir sus 
acciones hacia las directrices impartidas por la sociedad. A pesar de que no tienen una 
trayectoria similar, la gobernanza puede ser vista como una respuesta indirecta al daño 
relacional entre la gestión pública, la ciudadanía y los agentes políticos en el marco de la 
institucionalidad estatal. Aun así, la Nueva Gobernanza Pública no se enfrenta 
directamente al modelo mercadocéntrico de la NPG, pues de la misma manera que el 
gerencialismo, busca reducir el papel del Estado en la dirección de la sociedad.  
El proceso normativo y el marco axiológico del funcionario público quedan a un 
lado para darle paso a un ethos del funcionario dedicado a su servicio exclusivo en una 
dependencia delegada por el gerente. Los modelos de PosNueva Gerencia Pública 
intentan ser tanto variaciones y superaciones de la NGP (Dunleavy, 2006, p. 468). Aunque 
la Nueva Gobernanza Pública no se debería incluir en ninguna de las dos intenciones, sí 
intenta superar un discurso tecnificado y economicista de la administración pública y a la 
vez, más relacionado con su verdadero origen, superar las propuestas del Estado 
intervencionista propias del estado de bienestar keynesiano.  
Para el modelo de gobernanza, el Estado no es la institución capacitada para la 
dirección de la sociedad y tampoco para la planeación, elaboración y ejecución de las 
 
7 Aquí se entiende la Nueva Gobernanza Pública como un modelo que implica tanto la toma de decisiones, 
es decir, la dirección de las instituciones del Estado, que en todos los casos es política, y la gestión 
administrativa. Adoptar la Nueva Gobernanza Pública implica, al mismo tiempo o paulatinamente, 
modificar la gestión pública. Los cambios en el modelo de toma de decisiones en la Universidad a través 
de los órganos de dirección deben repercutir, tarde o temprano, en un cambio en la gestión universitaria.  




políticas públicas. Este modelo propone más bien una “gestión cooperativa” en la que 
confluyan sujetos públicos, privados, populares y sociales en general (Chica y Salazar, 
2021, p. 27). No existe jerarquía exógena ni endógena y tampoco tiene el deber de 
imponer un orden que direccione la manera como debe aplicarse una determinada 
directriz. Tampoco puede asir los espacios de controversia y discusión ni imponer 
temporalidades que atenten contra los tiempos requeridos por los grupos sociales para 
tomar decisiones. En este sentido, intenta integrar de manera verdadera las capacidades y 
competencias de los grupos interesados, además de promover un cierto tipo de 
interdependencia saludable para la resolución de conflictos sociales. 
1.3. La Gobernanza en entredicho 
Esta propuesta no es inocente al momento de entender las críticas que ya se han 
formulado hacia los modelos de gobernanza pública. Aquí se exponen algunas de ellas, 
con el ánimo de ser lo más honestos posible con la idea ya expresada: no hay fórmulas 
hechas y definitivas. La gobernanza pública —en particular, la universitaria— debe ser 
entendida más como un esquema de toma de decisiones en la que la creatividad y las 
nuevas formas de conocimiento siguen aportando ideas para fortalecer la presencia de la 
sociedad civil en las instituciones.  
La coexistencia entre la presencia necesaria del Estado y la de los distintos grupos 
sociales no es todavía motivo suficiente para que los experimentos de gobernanza hayan 
acallado las voces críticas. Las principales indican que sus planteamientos suelen ser 
inocentes a la hora de pensar su viabilidad y sus posibles riesgos. En primera medida, en 
sociedades en donde no hay un suficiente desarrollo de grupos de interés en todos los 
campos sociales (economía, industria, tecnología, etc.), es imposible demandar socios 
corresponsables en la conducción social del gobierno (Albertson, 2020, p. 3). 
Simplemente, es imposible que existan grupos interesados competentes y capacitados 
para dirigir o acompañar el gobierno, pues ellos mismos, a falta de consolidación o por 
sucesivas crisis, no tiene una organización formal definida (Tavas, 2019, p. 996). 
Los riesgos se definen como la baja probabilidad de que los grupos interesados 
que participen en la dirección del Estado tengan siempre en el tiempo la intención de 
direccionar sus decisiones al interés común, sin tener siquiera en cuenta las propias. La 
pluralidad de visiones suele ser también difícil de gobernar. La interlocución se refiere en 
realidad a polémicas abiertas que pueden ser difíciles de guiar. De esta manera, para que 




se dé un escenario posible para la implementación de la Nueva Gobernanza, se necesitan 
en primer lugar competencias, capacidades y recursos. Cuando alguno de los actores 
carezca de estas cualidades, se hará presente un tipo de gobernanza a medias (Aguilar, 
2016, p. 31), lo cual resulta en una contradicción complicada de sostener. En esa 
situación, el Estado encontrará lugar para ejercer autoridad desmedida, o los ciudadanos 
y grupos encontrarán el espacio para reemplazar los intereses públicos por los suyos 
propios.  
Por otra parte, es esencial que el Estado y los grupos compartan valores 
fundamentales. No obstante, en momentos de incertidumbre o de crisis, esos consensos 
son más bien escasos, por lo que se pone en riesgo el entramado axiológico que debe ser 
base de acción del Estado. Los grupos y actores deben entender que los costos de 
transacción de la cooperación son superados por los beneficios que ella conlleva (Aguilar, 
2016, p. 32), pero los costos de transacción pueden ser tan altos que hacen de la acción 
coordinada algo indeseable. 
No se podrán implementar acciones de Nueva Gobernanza Pública si no existen 
sociedades con capacidades económicas, políticas y sociales para gestionar por sí mismas 
y/o en cooperación con el Estado sus propios asuntos y necesidades (Albertson et al., 
2020, p. 4). Por lo demás, sobra decir que se necesita que el nivel central del gobierno 
reconozca el valor público de la participación ciudadana, incorporándola en las decisiones 
gubernamentales (Tavas, 2019, p. 999; Aguilar, 2016, p. 39). Este aspecto es obligatorio 
a fin de evitar que los problemas asociados a la participación ciudadana se restrinjan a los 
alegatos de la facción que no está en el poder. Además, debe solucionar el problema de 
la representación política y la falta de confianza en las instituciones, en los políticos y los 
burócratas. La confianza política y la solidaridad social son todavía, según Aguilar, 
aspectos por estudiar en una agenda sociológica sobre los pactos entre los individuos y 
grupo sociales y el gobierno (2016, p. 40).  
Por otra parte, algunos actores tienen distintas concepciones sobre lo que significa 
“bien público” (McLendon y Hearn, 2006, p. 662). Los grupos interesados externos 
suelen tener una visión del “bien público” congruente con el campo al que pertenezcan. 
La aplicación de mecanismos de participación no es percibida de la misma manera por 
todos. Su entendimiento está atravesado, en ocasiones, por la desinformación, los sesgos 
de grupo o los mismos intereses que difieren dentro de la comunidad (McLendon and 
Hearn, 2006, p. 664). Incluso los malos entendidos tal vez son preferibles a la franca 




indiferencia o inatención alrededor de los detalles que implican la apertura de procesos y 
datos. 
Otro aspecto que valdría la pena tener en cuenta y que, por el corto espacio de este 
trabajo no puede tocarse a profundidad, es el costo en términos monetarios y de tiempo 
que implica la aplicación de la gobernanza. El desgaste de los encuentros entre los 
miembros de la comunidad —más cuando todavía no existe o se ha ido desgastando la 
confianza mutua—, la falta de consenso de las partes que posterga decisiones urgentes y 
el gasto de recursos económicos y humanos en la organización alrededor de la 
consolidación de información a través del Gobierno Abierto (GA) siguen siendo 
problemas que deben ser previstos al momento de implementar este tipo de herramientas 
para propiciar la gobernanza y mejorar los procesos de gestión universitaria.  
Por último, en cuanto a la implementación del GA como herramienta de la 
gobernanza, se plantean problemas seguridad digital. El acceso a datos da la oportunidad 
para que inescrupulosos tengan la oportunidad de aprovechar la información para 
beneficio propio, incluso para vulnerar los sistemas de seguridad de las instituciones. En 
este sentido, hay que preguntarse en qué condiciones la reserva de información contribuye 
en realidad a la toma de decisiones, también en las instituciones de educación superior 
(McLendon y Hearn, 2006, p. 674;677). 
1.4. La Gobernanza en el ámbito universitario 
En el ámbito educativo, así como en la mayoría de las instituciones públicas, la 
gobernanza se enmarca dentro de los modelos de gestión que intentan superar las 
aplicaciones prácticas y las determinaciones teóricas de la NGP. Sin entrar en mayores 
detalles, esta intentaba trasladar los criterios del desempeño institucional del campo de lo 
privado al de lo público (Hazelkorn, 2018). Criterios como eficiencia, eficacia y gestión 
por resultados eran los elementos paradigmáticos del modelo que se conoce como 
“gerencialista”, entre otras cosas porque despolitiza la institución pública en que se aplica 
y “tecnifica” el discurso en la toma de decisión.  
De esta manera, una nueva gobernanza universitaria debe fomentar no la 
racionalidad instrumental que implica los ejes de la NGP como la eficiencia y la 
efectividad (Dunleavy, 2006), sino más bien la introducción o generación de una 
racionalidad de valores para alcanzar un conjunto de fines planeados (Ganga et al, 2018, 
p. 126).  




Aunque no es fácilmente percibido por algunos actores de la universidad, tal y 
como sucede con los estudiantes, es evidente que en ocasiones pareciera haber una 
superioridad de lo administrativo sobre lo académico, en particular en lo que tiene que 
ver con el acompañamiento académico y financiero de los programas de investigación y 
extensión. Lo anterior se une con la falta de liderazgo de los directivos, de “cognición 
directiva” y, por lo tanto, de valores que guíen el manejo de los asuntos académicos. Los 
problemas se acentúan cuando se sabe poco del campo, territorio o área de acción de la 
universidad en la sociedad, es decir, del papel que juega y debería jugar la universidad en 
ella. Esto sucede en parte porque la planeación, que sí contempla este aspecto, no se 
corresponde con el trabajo operativo (táctico); lo que conlleva al crecimiento desigual 
entre facultades y departamento (Ganga et al., 2018, p. 127).  
Gobernar una universidad es concordar en construir, habitar y pensar, y ello obliga 
a aquellos que la dirigen en sus diferentes planos a meditar; cuestión 
particularmente difícil en nuestra Era, donde predomina la esencia de la técnica 
moderna y foco no es precisamente meditar, sino calcular. (Ganga et al., 2018, 
p. 127) 
Gobernar mediante la técnica impide articular la acción individual de los agentes 
universitarios —sean profesores, estudiantes, administrativos o instancias y 
dependencias— con las proyecciones de largo plazo propias de una mirada estratégica. 
La Nueva Gobernanza Pública en el campo universitario se debe entender entonces como 
un proceso de gobierno universitario que intenta cambiar las formas tradicionales de 
gobernar al no recurrir a la autoridad y a las sanciones. Incorpora en su diseño vínculos y 
relaciones con entidades, entes y actores del entorno (Ganga et al., 2018, p. 129). Este 
último aspecto busca que las universidades ganen hacia el exterior legitimidad y 
pertinencia social y económica, mientras que intenta ganar en efectividad y también 
legitimidad entre sus miembros, en particular cuando las decisiones que se toman tocan 
directamente su quehacer universitario.  
Hoy más que nunca se están discutiendo alrededor del mundo y, lógicamente, 
también en la región, nuevas formas de gobernanzas en la universidad pública.  La ruta 
trazada por las políticas de gobernanza clásica está demarcada por el énfasis en la 
internacionalización y en la incidencia de instituciones externas al interior de la 
universidad (Sabogal, 2015, p. 51).  




El modelo de gobernanza es uno de los impulsores de universidades de “clase 
mundial”. En algunos casos, el Rector comparte el poder con una mayoría de profesores 
elegidos para hacer parte del Consejo Académico, que puede denominarse también 
Senado Académico o profesoral (Acosta y Celis, 2015, p. 181). Los administrativos tienen 
una representación en dicho consejo8. El modelo es definido como de “co-responsabilidad 
en el ejercicio de la autonomía universitaria” o gobernanza compartida (Acosta y Celis, 
2015, p. 181 y 182).  
El modelo de gobernanza pública reconoce la fuente de poderes en distintos roles 
y grupos que intervienen en la vida cotidiana de la universidad. Muchos grupos son en 
realidad grupos de poder dentro de la universidad y la fuente de ese poder debe ser 
legítima, pues se trata de instituciones que propician la democracia (Acosta y Celis, 2015, 
p. 182). En algunas universidades, particularmente en la tradición europea y anglosajona, 
el Senado académico es la instancia más significativa y representativa del modelo de 
gobernanza compartida. Se trata de la democracia representativa en su más clara 
expresión, puesto que constituye la instancia de participación delegada de los profesores 
de distintas unidades académicas en una clase de instancia “legislativa” de la universidad.  
El reconocimiento de la unidad autónoma de la universidad pasa por el 
reconocimiento precisamente de estos poderes emanados de la misma comunidad 
universitaria. Del Consejo Académico o Senado Académico pueden hacer parte también 
y de forma variada en número estudiantes y administrativos. La experiencia de algunos 
teóricos da cuenta de la producción de mejores resultados en cuanto a la libertad de 
cátedra, calidad de la educación y efectividad en la toma de decisiones (Acosta y Celis, 
2015, p. 184).  
Debido a que los modelos de gobernanza universitaria tienden a concebir menos 
a la universidad como un negocio, su forma de gobierno recorre cada vez menos el camino 
gerencialista inclinado a la obtención exclusiva de resultados medidos por los indicadores 
de gestión sugerido por la NGP. Se trata de incluir al mayor número de personas posible 
en el ejercicio del poder, reconociendo sus múltiples fuentes y formas de manifestarse. 
 
8 Como se verá más adelante, las experiencias de gobernanza universitaria en varias partes del mundo 
incluyen la participación activa de los miembros no-docentes de la comunidad universitaria, entre los que 
se encuentra la administración o los encargados de la gestión universitaria. El presente análisis y propuesta 
no equipara aquel estamento al académico, por la razón de que la universidad se define ante todo por sus 
fines académicos. La administración debe estar subordinada a la persecución de los fines académicos. Esto 
no quiere decir que una gestión especializada en lo académico, no puedan tener asiento en los cuerpos 
colegiados. 




Por lo demás, la complejidad contemporánea de las universidades hace que también las 
formas de gobierno tengan que integrar la diversidad de los grupos sociales que 
pertenecen a la institución. La Gobernanza compartida, que puede ser un modelo entre 
otros, busca que los estamentos profesoral y administrativo busquen soluciones conjuntas 







Capítulos 2. Gobernanzas universitarias alrededor del mundo 
La gobernanza pública conoce variadas aplicaciones en el ámbito de las 
instituciones públicas a nivel mundial. Casi todas ellas responden a los problemas 
surgidos de los modelos gerencialistas de gobierno y administración, que como ya se dijo, 
todavía se siguen implantando en las universidades. El presente capítulo quiere retomar 
algunos ejemplos de gobierno universitario en donde se pueden identificar algunas de las 
propuestas de la Nueva Gobernanza Pública o donde simplemente empiezan a verse 
atisbos de reformas que apuntan hacia esa dirección. 
El objetivo de este capítulo es retomar algunos elementos comunes y destacados 
a los cuales se pueda recurrir al momento de plantear recomendaciones de gobernanza 
universitaria, particularmente los que se asemejan más a los planteamientos teóricos de 
la Nueva Gobernanza Pública. Se intenta entenderlos a fin de continuar la reflexión de 
propuestas adecuadas a las realidades de la universidad pública colombiana y, en 
particular, a la UNAL. Aclarar también que, como todo modelo de dirección y toma de 
decisiones que se institucionaliza en cualquier parte del mundo, se encuentran modelos 
de gobernanza que comparten aspectos propios de otros modelos como el burocrático o 
el gerencialista. Ningún modelo puesto en marcha es un monolito, ni en su recepción 
como sustrato teórico, ni en su implementación y resultados finales.  
En ocasiones, pareciera que se solaparan algunas experiencias cuando se habla de 
la región, por ejemplo, Europa, y un caso en particular, por ejemplo, España. Sin embargo, 
esta forma de proceder responde principalmente al intento de analizar la experiencia en 
zonas geográficas cercanas a la colombiana, en particular, la europea y la latinoamericana. 
En las dos regiones, las tradiciones universitarias son lo bastante antiguas y “pesadas” 
como para generalizar, aun así, este trabajo quiere atreverse a realizar un tipo de 
generalización a fin de plantear también líneas de análisis y trayectorias regionales sobre 
el problema. 





La gobernanza es un concepto proveniente de occidente. En China, está ligado 
estrechamente al sistema de liderazgo propio de cualquier organización cuando se 
plantean cuestiones relacionadas con la distribución de la toma de decisiones en una 
universidad (Guangli, 2020, p. 163). En el caso de la corta trayectoria universitaria de 
China, la gobernanza se ha conceptualizado de dos maneras: la universidad como 
gobierno y la universidad como corporación, a las que les corresponde los modos de 
gobernanza política y de gobernanza corporativa (Guangli, 2020, p. 164).  
Los estudios más recientes al respecto permiten ver que la historia de la 
gobernanza universitaria en China no se diferencia en cuanto a la relativa influencia en 
las formas de los modelos de gestión pública globalizados, como la NGP. Por esta razón, 
se pueden concebir tres periodos diferenciados y sucesivos de gestión universitaria: 
gobernanza política (1949-1991), gobernanza corporativa (1992-2011) gobernanza 
comprehensiva (de 2012 hasta el presente).  
La primera de ellas está íntimamente ligada y explicada por el contexto de política 
y economía altamente planificada de la República Popular. La gobernanza universitaria 
no se concebía sin su adhesión al partido y a sus liderazgos. Figuras como el “presidente” 
de la universidad concentraban el poder en sus manos, lo que se explicaba por su conexión 
con las políticas dictadas desde el centro del gobierno chino. El modelo está basado en la 
concepción de que la universidad es el gobierno y que se gestiona como tal. Por esa razón, 
las universidades no eran concebidas como entidades legales, sino como organizaciones 
afiliadas al gobierno; fungían como agentes ejecutivos del “plan nacional” (Guangli, 
2020, p. 166-167). 
Las implicaciones de la globalización de los modelos de gestión gerencialistas 
también llegaron a China. Los problemas universales de una gobernanza total de tipo 
política es reducirla a la gestión de los recursos de la universidad en manos de pocas 
personas, altamente politizadas e inclinadas a sus intereses reducidos de grupo. Se intentó, 
por eso, introducir un balance que asegurara la cientificidad y efectividad en la toma de 
decisiones a través de la protección y promoción de intereses de grupos relevantes para 
la universidad. Se trataba de diseñar contrapesos dentro de la universidad que permitieran 
controlar los cuerpos que toma decisiones a través de su supervisión. El liderazgo político 
impuesto por el Comité del Partido y la toma de decisiones debía quedar separado del 




gobierno de la universidad, es decir, la separación entre la ejecución y la toma de 
decisiones (Guangli, 2020, p. 167).   
No obstante, con la introducción de la NGP, la universidad dejaba de preocuparse 
por los problemas de gobierno y se enfocaba en la pertinencia de desarrollo económico 
de la universidad. Se fortaleció el poder de los burócratas en desmedro del de los 
académicos, introduciendo objetivos de tipo económico dentro de las funciones de la 
universidad, en parte con el asiento dado a agentes externos en el manejo corporativo de 
la universidad. En este caso, la universidad es gestionada como una empresa, es decir, 
una entidad legal que maneja sus propios asuntos de manera autónoma (Guangli, 2020, 
p. 167). 
Finalmente, desde el 2012 hasta el presente, se dio la irrupción de un modelo de 
integración de las gobernanzas antes nombradas. Suscitó no pocas críticas la 
mercantilización de la universidad, su exclusiva inclinación a los fines del mercado, así 
como la proliferación de una burocracia desconectada de los problemas de la sociedad 
debido al énfasis en los objetivos corporativos establecidos por los intereses de los grupos 
productivos (Miñana, 2011). La tradición universitaria china, no tan antigua como la 
europea, no pudo ser superada del todo cuando irrumpió la universidad corporativizada. 
Uno de los problemas más interesante fue el de responder a la identidad de un sistema 
muy asociado a la cultura y tradiciones chinas. 
La nueva gobernanza universitaria implementada desde 2012 busca reforzar la 
cultura de la confianza, profundizar la identidad y rasgos netamente chinos de la gestión, 
enfocándose en la experiencia local (Guangli, 2020, p. 170). Intenta armonizar la relación 
con las autoridades políticas encontrando líneas de correspondencia, sin integrar una 
dirección política venida del gobierno. A nivel interno, armoniza la relación entre el poder 
político dentro de la universidad, el poder administrativo y el académico. El liderazgo 
está concentrado en el sistema de responsabilidad del presidente en correspondencia con 
el del comité del Partido. Este funge como el órgano de decisión mientras que el 
presidente es la máxima autoridad ejecutiva de la universidad, además de ejercer la 
responsabilidad sobre el campo de la enseñanza, la investigación científica y la gestión 
administrativa.  
El rol ejecutivo del presidente (rector) está enmarcado en las acciones del Comité 
Académico encargado de la administración académica. Junto al Comité Académico, está 




el sistema o congreso de personal que funge como un cuerpo de control y vigilancia de la 
participación democrática en la gestión académica. También se encuentra el congreso de 
estudiantes que integra tanto a los estudiantes activos como a los egresados. Las 
organizaciones estudiantiles encuentran su canal de comunicación con las directivas 
universitarias a través del sistema de congreso estudiantil. Por último, está el congreso 
universitario de tipo consultivo, cuyo objetivo no es otro sino el de permitir la 
participación social en la gobernanza universitaria (Guangli, 2020, p. 171).  
2.2. Japón 
Durante los últimos veinte años, la concepción de gobernanza universitaria en 
Japón estuvo configurada alrededor de la idea de convertir algunos centros educativos de 
educación superior en universidades “world-class”9. Este esfuerzo ha supuesto no 
solamente transformaciones de orden financiero, sino también el ajuste de los procesos 
de gobernanza universitaria en un contexto de sociedad globalizada de conocimiento 
(Yonezawa and Shimmi, 2015).  
La universidad japonesa ha gozado de una autonomía académica a través de la 
libertad de cátedra en el marco de la democracia post Segunda Guerra Mundial. Pero la 
libertad de cátedra y la autonomía universitaria son solo una parte de la autonomía 
institucional, es decir, en relación con autoridades y grupos de interés externos 
principalmente el gobierno. En este caso, la universidad japonesa no ha gozado de una 
organización que no tenga en su interior un alto sentido de la autoridad jerárquica, 
legitimada por los objetivos del Estado en el campo de la educación. Es precisamente en 
medio de esta cultura organizacional centralizada y jerárquica, que la discusión pública 
sobre gobernanza universitaria y, por lo tanto, sobre autonomía institucional no hacen 
parte de los principales puntos de la agenda al interior de las universidades. Por el 
contrario, la irrupción de la globalización, la importación de modelos gerencialistas de 
gestión pública y un medio geopolítico regional altamente competitivo ha puesto puntos 
en la agenda que parecieran no hacer parte de la gobernanza, pero que influyen 
indirectamente en su aplicación o en su desmonte progresivo.  
El hecho de tener como lengua oficial el japonés y de compararse con estándares 
de las universidades asiáticas (coreanas y chinas) rezagó al Japón de la competencia 
 
9 Una universidad de clase mundial se caracteriza por tres aspectos: 1) recursos abundantes, 2) 
concentración de talento, y 3) una gobernanza favorable a esta condición, en particular, a los procesos de 
internacionalización (Yonezawa and Shimmi, 2015, p. 174).  




global por recursos dirigidos a la investigación. La inserción de las iniciativas globales 
inició con la inyección de capital para la creación de centros de excelencia que permitiera 
atraer talento alrededor del mundo, además de reformar la gobernanza universitaria 
insertándose en los sistemas de competitividad mundial en términos de gobierno y 
administración universitaria.  
Desde 2005, el gobierno empezó un programa para incentivar la 
internacionalización de las universidades japonesas. Se trataba de financiar una 
reorganización de las universidades para propiciar una gobernanza ordenada a los 
objetivos de la internacionalización. Esto conllevó la implementación de planes de acción 
y sistema de evaluación, la atracción de fondos externos para la educación y la 
investigación internacional, la cooperación transnacional a partir de proyectos conjunto 
de investigación, el entrenamiento de personal administrativo para los programas de 
internacionalización y el mejoramiento de los servicios asociados a esta meta (Yonezawa 
y Shimmi, 2015, p 178).  
Las medidas de internacionalización propiciaron, por lo tanto, variaciones en el 
modelo de gobernanza, lo que ha implicado en la mayoría de los casos decisiones no 
autónomas de las universidades, sino dirigidas, apoyadas y vigiladas por el gobierno 
japonés. Los recientes gobiernos han estado interesados en impulsar, a través de políticas 
estratégicas, el mejoramiento de las universidades japonesas de “clase mundial”, 
inyectando capital y ejecutando planes estratégicos de crecimiento y sostenimiento a nivel 
regional (Yonezawa y Shimmi, 2015). A pesar de estas intenciones, la dependencia al 
gobierno y a la financiación interior no ha resultado en conexiones que sostengan o 
incluso reemplacen dicha tutela del gobierno.  
2.3. Australia 
En el mundo anglosajón también se vivió una clase de disminución del gobierno 
universitario a partir de la introducción de los preceptos de la NGP, incluso con más 
intensidad e incertidumbre, ya que el modelo de “estado de bienestar” estaba más presente 
en la sociedad civil en general, y en la universidad en particular (Dunleavy, 2006). La 
universidad estaba compitiendo desde la década de los ochentas con una variedad mucho 
más grande de instituciones que le imponían el reto de demostrar el valor agregado de su 
acción educativa e investigativa. A pesar de esto, la universidad debió aumentar su 
cobertura, aun cuando el gobierno disminuía su financiación y el modelo de pares 




académicos seguía el rumbo equivocado del fraude y el amiguismo (Croucher et al., 2020, 
p. 249).  
Como en las demás partes el mundo, la gobernanza implicó el reconocimiento de 
una variedad de grupos interesados en los procesos académicos en diversos niveles: el 
gobierno, los ministerios, la industria y el comercio, los estudiantes, público fuera de la 
universidad, ejecutivos, empleados, agencias gubernamentales y organizaciones en 
general (Croucher et al., 2020, p. 250). Desde sus reformas en los ochenta, la universidad 
australiana, implementó lo que se puede denominar university council, university senate 
o university board. Las reformas implicaron la reducción de la burocracia, la 
profesionalización de la administración y la aceleración de la toma de decisiones a través 
de la NGP. No obstante, las expectativas rebasaron la realidad y se presenció, como en 
otras partes del mundo, la falta de efectividad a través de la reducción de los concilios de 
gobierno, además de la permanencia de la red tape o burocratización de los servicios 
(Dunleavy, 2006).  
En cuanto a la university board en el contexto australiano, ella se conforma 
alrededor de 27 miembros en promedio. Un cuarto de ellos es provisto por las facultades 
mismas, es decir, entre sus empleados y sus estudiantes. Los miembros que hacen parte 
de la comunidad exterior son alrededor del 10 % y entre ellos están el gobierno, grupos 
empresariales y la iglesia (en universidades en que hay una afiliación eclesiástica). En 
general, 59 % de los miembros son nombrados, 25 % elegidos y 16 % están sentados allí 
por virtud de su rol. Un 57 % son externos (es decir, en donde no hay una relación o 
vínculo académico o laboral real), mientras que el otro 43 % hacen parte de alguna 
instancia universitaria. La composición étnica es bastante diciente: 94 son australianos, 
2 % británicos y 2 % asiáticos, el otro 2 % varía su origen étnico. El 58 % son hombres.  
A pesar de la cantidad de sectores representados en los consejos superiores, hasta 
el momento se habla poco de su composición étnica, origen social, identidad sexual, entre 
otras características que ayudarían a conformar consejos muchos más diversos, en donde 
los intereses de la comunidad estén mejor representados. Por el momento, la composición 
y diversidad étnica está subrepresentada, así como también la composición etaria, pues 
se concentra en hombres en sus cincuentas y sesentas (Croucher et al. 2020, p. 265). En 
el caso australiano, han ocupado asientos en dichos consejos más miembros venidos de 
las humanidades y las ciencias que de la economía, la administración o las carreras 
comerciales. Estos roles no son ostentados en ninguno de los casos por más de 5 años.  




Este ejemplo ilustra la tradición anglosajona de gobernanza universitaria que, en 
el caso de Inglaterra, conserva una gran tradición de toma de decisiones. 
2.4. Europa continental 
Antes de abordar la experiencia europea de gobernanza universitaria, hay que dejar claro 
que los sistemas de educación superior en Europa presentan tradiciones muy antiguas y, 
por esta razón, muy “pesadas” de gobierno que pueden ser fácilmente identificadas en 
matices unas de otras. De esta manera, la experiencia francesa y la alemana son muy 
diferentes y sus trayectorias son en ocasiones difíciles de comparar. Aún así, el presente 
apartado intenta recoger la experiencia de algunas universidades europeas que ha sido 
recogida y analizada por la literatura más reciente sobre el tema.   
La conformación de la gobernanza universitaria europea está basada en la 
homogenización del campo educativo en todo el mundo a través de las agendas de 
reforma implementada por el neoliberalismo en sus distintas manifestaciones. Aunque 
ellas han incluido las consabidas reformas para la eficiencia y efectividad de sus procesos, 
es cierto que han incluido diversidad en su gobernanza, mas no convergencia y consenso 
(Gornitzka1 et al., 2017, p. 275). Los movimientos estudiantiles y profesorales reclaman 
más democratización en la gobernanza universitaria y más transparencia en sus finanzas 
(Gornitzka1 et al., 2017, p. 274), lo que ha propiciado la aplicación de reformas a la 
gobernanza universitaria de las últimas décadas. 
Las reformas más recientes en el campo universitario en Europa han seguido la 
senda de empoderar la capacidad de agencia de las universidades públicas ajena de los 
poderes políticos. Estas reformas se han suscitado en medio de situaciones coyunturales 
de crisis, en particular desde la de 2008. Las reformas son, en parte, respuestas a las 
realidades contestadas que muchas universidades han enfrentado gracias a la apropiación 
de los preceptos de una gobernanza guiada por la NGP, y su consecuente economización 
del discurso en la educación. En ellas, se ha intentado reforzar su autonomía, la 
profesionalización de sus liderazgos y la administración, además de la introducción de 
modelos de financiación más competitivos (Gornitzka1 et al., 2017, p. 274).  
La Lisbon Strategy for Europe lanzada por la Unión Europea (UE) en el año 2000 
delineó la manera como la competitividad y la economía de conocimiento deberían guiar 
las reformas universitarias. La misma UE creó una comisión para la modernización 
universitaria que promovió la gobernanza universitaria desde una visión técnica, en 




particular, sobre cómo manejar el déficit dentro de estas instituciones y la necesidad de 
mejorar la capacidad estratégica y fortalecer el liderazgo universitario en el medio social 
(Gornitzka1 et al., 2017, p. 277). Sin embargo, dejó a un lado la oportunidad de promover 
una gobernanza universitaria que sobrepasara las minuciosidades técnicas del 
presupuesto y que respondiera a las demandas de democratización de la toma de 
decisiones en las instituciones educativas.   
Por esta razón, no se hicieron esperar voces en contra de estas reformas que para 
sus contradictores seguían un guion de reforma global que desconocía las agendas 
nacionales. Fruto de aquellas inconformidades, las discusiones y las propuestas de 
reforma surgidas de la movilización social al interior de la universidad siguieron cuatro 
criterios. 1) Reemplazar los concilios democráticos por juntas directivas, reduciendo el 
poder de los profesores y fortaleciendo el papel de los equipos profesionales no 
académicos en la administración e incluso entre los miembros del estudiantado. Se 
argumentaba que la organización democrática de la universidad era ineficiente y estaba 
poco interesada en implementar medidas que propiciaran la eficiencia y la efectividad de 
los procesos de gestión. 2) Mayor participación de los sectores externos en la gobernanza 
universitaria. La universidad debía convertirse en una organización como las demás, que 
incluyera los intereses de distintos actores relevantes de la sociedad interesados en sus 
procesos educativos, en particular, los que tuvieran que ver con la producción de capital 
humano. Estas propuestas nacieron de la preocupación que también en aquellas latitudes 
despierta la falta de conexión entre la universidad y la sociedad. 3) La centralización de 
la toma de decisiones, que venía de ser un acuerdo para que fuera verticalmente dividida 
en niveles y horizontalmente conformada por cuerpos y consejos del mismo nivel. 4) 
Hacer más énfasis en la responsabilidad individual y no colectiva (Gornitzka1 et al., 2017, 
p. 277).  
Luego de muchas discusiones en universidades como la de Copenhague, 
Ámsterdam, Zúrich, Viena, Oslo y Leuven, se realizaron transiciones hacia juntas 
directivas, pero dejando a un lado la conformación democrática que muchas habían tenido 
desde las reformas de los años 60s. En algunos casos, los “senados” conformados en su 
mayoría por académicos, se vieron subordinados a las juntas directivas, eso sí, sin 
interferir en las agendas académicas y tampoco en la conformación del talento humano 
en los distintos niveles académicos. En consecuencia, se convirtieron en cuerpos 
consultivos.  




En conclusión, los intentos de reforma en la universidad europea debieron 
enfrentarse con una tradición democrática menos centralizada, dialogante con los sectores 
externos pero inclinada a seguir plenamente sus intereses y menos interesada en 
concentrar el poder en pocas manos, como la de un rector o una junta directiva con 
participación externa de la universidad. A pesar de todo esto, la tradición democrática de 
las universidades europeas impidió una transformación radical en la manera de concebir 
la toma de decisiones que no estuviera sostenida por la participación, particularmente en 
los niveles centralizados. Desde el interior de las mismas universidades se crearon 
contrapesos que posibilitaron implementar balances entre las responsabilidades ejecutivas 
externas y los intereses académicos internos, lo que no impidió que aquellos consejos 
centralizaran la toma de decisiones en particular en asuntos como el presupuesto y el 
manejo financiero de la universidad.  
2.5. Inglaterra 
La gobernanza en la universidad inglesa se ha caracterizado por la presencia del 
modelo de autonomía representada en órganos colegiales, en particular, el senado 
universitario. Su conformación era netamente académica, pues solamente hacían parte de 
ella profesores vinculados a la universidad. Los miembros no académicos eran poco 
corrientes en el personal. En el periodo que comprende los años de 1955 hasta 1980, el 
cuerpo profesoral de dirección encarnado en los consejos académicos y el senado de 
profesores declinó progresivamente su poder. Al mismo tiempo, debido al despertar de la 
conciencia estudiantil, los movimientos representativos estudiantiles tomaron asiento 
como miembros activos de los consejos (Shattock, 2017, p. 386). Las representaciones 
estudiantiles atraían la atención de los medios de comunicación, que transmitieron la idea 
de que las universidades tal cual como estaban eran incapaces e ineficientes para absorber 
las demandas estudiantiles. Esto dejó una mala impresión sobre la forma de gestión de las 
universidades.  
Durante aquella época, el Estado financió el sistema universitario, por lo que la 
financiación que provenía de la industria fue drásticamente recortada. La forma de 
gobierno se basó en una “democracia consensual”, basada en la discusión y la persuasión 
para la adhesión a las decisiones tomadas; no obstante, la “democracia consensual era 
más difícil de operar en periodos de austeridad” (Shattock, 2017, p. 389 y 392). Desde 
los años 70 y, debido a la crisis del petróleo de 1973, la organización de la gobernanza 
universitaria empezó a conocer una ordenación distinta, dirigida por los planes de 




austeridad y control del gasto. El gobierno mostró menos confianza en la toma de 
decisiones regentada por los académicos y las estructuras de gobernanza pasaron entonces 
a manos de tomadores de decisiones aconsejados por oficiales ejecutivos o asesores.  
Los senados universitarios se abolieron, o por lo menos su labor empezó a 
reducirse al control financiero. El poder de gestión de la universidad pasó entonces de los 
senados, conformados en su mayoría por personal académico, al de juntas y consejos 
presididos por los cancilleres o vicecancilleres, quienes concentraron un poder 
discrecional muchos más grande que el que poseían las autoridades elegidas por el senado 
académico (Shattock, 2017, p. 387). 
A nivel nacional, se expandió el modelo de politécnicos, cuyas decisiones no eran 
tomadas por cuerpos colegiados. Además, se introdujeron sistemas de evaluación y 
calidad que conllevaron a los departamentos y facultades a someterse a medidas de 
calificación y valoración de acreditación (Pérez, 2018). La estructura estaba sostenida por 
la introducción de administradores no académicos, lo que cambió la forma de relacionarse 
con la universidad, puesto que la condición de miembro de la comunidad fue reemplazada 
por la de empleado (Shattock, 2017, p. 387). 
Desde el año 2000, la gobernanza universitaria transfirió de manera definitiva los 
poderes de toma de decisión a jefes ejecutivos. La demanda por la calidad y la expansión 
de la cobertura posibilitó la admisión de un mayor número de estudiantes, cuyos medios 
de financiación se sustrajeron del patrocinio del Estado, a no ser en calidad de préstamos. 
Mientras tanto, la precarización laboral en el personal docente empezó a ser un común 
denominador en la relación “laboral” entre la universidad y el cuerpo docente. Por lo 
demás, la universidad entró en la dinámica de competencia global a través de los rankings 
de educación superior (Pérez, 2018; Miñana, 2011, p. 103) que hizo de las universidades, 
empresas de reclutamiento masivo de capital humano a nivel global (Shattock, 2017, p. 
391).  
A pesar de esta realidad, muchas instituciones universitarias han resistido los 
cambios impuestos desde el exterior y han conservado el balance de autoridad dentro de 
su maquinaria institucional. La toma de decisiones sigue siendo relativamente un 
monopolio de los académicos, pues se evidencia que la reputación de la universidad y el 
éxito de la investigación está asociado al modelo de gobernanza en el cual se evita la 
pérdida de colegialidad, el crecimiento del gerencialismo en la gestión institucional y la 




falta de compromiso de los académicos por el gobierno autónomo de la universidad 
(Shattock, 2017, p. 394). 
2.6. España 
Los cambios en las formas de gobernanza universitaria en la universidad española 
están basados en las mismas razones que dieron origen a las formas gerencialistas de 
concebir el gobierno universitario: la falta de resultados, en particular los relacionados 
con los problemas reales de la sociedad y no solo los del conocimiento, la ineficacia en 
sus procesos internos para poder fomentar la investigación y la extensión como formas 
de establecer canales de comunicación con la sociedad y, además, la corrupción de los 
agentes administrativos heredados de una burocracia ineficiente, engorrosa y onerosa al 
Estado. En este contexto, las reformas favorecieron la transferencia del poder de los 
académicos a cuerpos de administradores y grupos de interés externos en cuerpos 
colegiados más o menos horizontales, aunque todavía burocratizados (Ion y Castro, 2020, 
p. 337).  
La composición de estos cuerpos, el número y la representación real en relación 
con la totalidad de la universidad empezaron a ser fuente de cuestionamiento en las 
universidades españolas, tal y como ya habían empezado a ser cuestionados en 
universidades anglosajones. En particular, se criticaban las acciones de los cuerpos 
colegiados impersonales y su responsabilidad en las relaciones de dominación que habían 
propiciado. Se cuestiona entonces la fuente de la autoridad de aquellos cuerpos, que 
encuentran menos correspondencia de sus decisiones con los intereses del tejido social 
presente en la universidad.  
Las universidades españolas ostentan en la actualidad este tipo de modelo de 
gobernanza, constituido por cuerpos colegiados basados en la idea de consenso en el 
proceso de toma de decisiones. Los órganos que toman decisiones están acompañados de 
manera consultiva por “estamentos” de administrativos, estudiantes y profesores. Estos 
últimos detentan los cargos de gobierno y dirección universitaria, en periodos de tiempos 
determinados (Ion y Castro, 2020).  
En cuanto a la participación de grupos de interés en la gobernanza universitaria, 
la discusión sigue abierta acerca de la pertinencia de su presencia en los consejos 
universitarios. Entre los académicos con más años en la universidad se encuentran 
opiniones relacionadas con que es mejor una profesionalización del personal de gestión a 




través de agentes externos y no de los mismos profesores (Ion and Castro, 2020, p. 341). 
Sin embargo, algunos de los profesores —miembros hoy de consejos universitarios que 
regentan y gobiernan la universidad– están en contra de la concepción gerencialista de la 
universidad, ya que consideran que una universidad “no se parece a una compañía o un 
negocio” (Ion y Castro, 2020, p. 342). 
Otros critican los órganos colegiados por ser excesivamente lentos e ineficaces a 
la hora de tomar decisiones, además de que están sometidos a la norma de una manera 
excesiva. La autonomía funciona bien en la docencia y la investigación, no así en el 
ámbito administrativo. Esta está delimitada por las normas y por la autoridad de las 
directivas que no concuerdan en muchos casos con las necesidades académicas de las 
unidades. En este sentido, se pide más autonomía de los departamentos y las unidades 
académicas, lo que correspondería con el sentido de la organización propia del modelo 
gerencialista.  
En España, los profesores ostentan puestos administrativos que en la mayoría de 
los casos desean conservar, pues asocian la calidad académica con la correcta gestión 
académica de los procesos burocráticos (Ion y Castro, 2020, p. 343). No obstante, algunos 
académicos prefieren que ciertas tareas sean manejadas por gestores profesionales. En el 
caso del personal administrativo, muchos de ellos encuentran en la gestión de los 
académicos los problemas de falta de resultados y efectividad a la hora de la medición de 
los indicadores de gestión (Castro, 2015).  
A pesar del apoyo que reciben de varios grupos dentro y fuera de la universidad, 
los docentes son constantemente objeto de críticas por sus posturas inflexibles en relación 
con la gestión de la universidad, su poca adaptación al cambio y la poca o nula consciencia 
de responsabilidad hacia los grupos interesados externos. Se piensa que los profesores 
parecen no estar lo suficientemente preparados para asumir un rol administrativo. Esto se 
debe en parte a los distintos objetivos que cada grupo, el académico y el administrativo, 
trazan a la hora de ejecutar sus tareas. Se trata de un problema de cultura que, a opinión 
de algunos, debe conciliarse en una cultura de la colaboración (Ion y Castro, 2020, p. 
344). 
Por último, la presencia de grupos interesados externos en los consejos 
universitarios de las universidades españolas es mínimo, lo que da cuenta de la 
implementación rudimental de gobernanzas que carecen de interlocución con sectores de 




la sociedad interesados en los procesos de formación, innovación, investigación y 
emprendimiento dentro de la universidad. En parte, el desentendimiento puede ser mutuo. 
Existe un Consejo Social que integra algunos grupos interesados, pero no tiene otra 
función sino la de supervisar las asignaciones presupuestales (Ion y Castro, 2020, p. 345). 
En cuanto a la vivencia de la democracia en la universidad española, la repartición 
del poder y de la toma de decisiones entre varios actores colegiados no refleja la 
independencia de la capacidad de decisión de la universidad. La democracia en la 
universidad en España está claramente representada en el modelo colegiado, lo que 
propicia la concentración del poder en la comunidad académica, excluyendo a actores 
externos interesados, e incluso al gobierno mismo. Esto se manifiesta en la concentración 
del poder de decisión ejercido por las facultades y los departamentos, además de las 
unidades administrativas que comparten esta misma división.  
2.7. Estados Unidos de América 
El caso norteamericano se caracteriza por conservar una parte de la tradición 
colegial inglesa. El 91 % de los colleges y universidades en los EE. UU. poseen Senado 
Académico, derivado del modelo de gobernanza compartida más común en Norteamérica 
(Acosta y Celis, 2015, p. 183). La gobernanza universitaria norteamericana se debate hoy 
día, sin embargo, por las luchas de mayor influencia en la toma de decisión entre la 
facultad y el presidente o la administración (Finkelstein and Kurakbayev, s. f., p. 50).  
Los cambios acontecidos de la universidad luego de la Segunda Guerra Mundial 
le han otorgado mayor poder a lo administrativo en desmedro de los académicos y de los 
poderes que surgen de las facultades (LaForge, 2020). El poder de los estados miembros 
de la Unión ha permitido que la libertad de cada uno se decante por introducir un 
desequilibrio entre la administración y la facultad, dando más poder a aquella. No pasa 
así en estados como el de Michigan o California10, en donde la autonomía institucional 
universitaria está garantizada desde la constitución estatal (Finkelstein and Kurakbayev, 
s. f., p. 43, nota, 1). 
 
10 La California State University intenta mantener un equilibrio entre la autoridad representada por el 
presidente (rector), que tiene entre sus funciones la consolidación de la unión entre la universidad y la 
comunidad, siendo la public face de la institución. A la vez, mantiene la comunicación entre el Consejo 
Superior Universitario y la comunidad universitaria en general. El Consejo Superior es el responsable de 
adoptar las normas, regulaciones y políticas de gobierno universitario, siendo la autoridad también en 
materia curricular, fiscal y de gestión de recursos humanos.  




En el modelo norteamericano, los asuntos académicos son tratados por personas 
dedicadas netamente a lo académico, provenientes de distintas unidades académicas 
(LaForge, 2020). Su actividad se limita, no obstante, a lo relacionado con asuntos 
exclusivamente académicos y pedagógicos, apartándose de los asuntos de gestión 
universitaria. Esta realidad ha cambiado, por lo menos desde 2007. Las facultades 
ostentan nuevos poderes en el nombramiento de personal (Finkelstein y Kurakbayev, s. 
f., p. 51), mientras que la administración posee los para intervenir en la aprobación de 
nuevos programas académicos.  
En este sentido, el sistema de educación superior tiende a proteger la autonomía 
académica de las facultades, pero no así la autonomía institucional, cuya tendencia se ha 
reducido por la intervención del gobierno federal (LaForge, 2020). Desde 2006, la crítica 
hacia la institución universitaria ha llamado la atención del gobierno y los medios de 
comunicación: estándares de calidad recientemente disminuidos, alta competitividad 
económica a nivel global, masificación de la demanda, exigencia de innovación e incluso 
casos de corrupción para la obtención de becas y ayudas federales, todo lo cual se ha 
traducido en propuestas de reforma de la educación superior11. La tendencia actual 
propicia entonces la intervención estatal a las universidades, disminuyendo su autonomía 
institucional y favoreciendo no solo el interés público, sino también la presencia de 
sectores no académicos y no públicos en la gobernanza de la universidad americana12. 
2.8. Latinoamérica 
Las universidades latinoamericanas deben incluirse dentro del tipo de 
gobernanzas burocráticas: “los académicos y profesionales trabajan con un grado de 
independencia teniendo como foco la atención de los usuarios, que en este caso son 
principalmente los estudiantes” (Rodríguez y Rodríguez, 2019, p. 38). El nivel de 
formalidad es típico en este tipo de diseño institucional, y suele ser negativos solo cuando 
el modelo burocrático de administración frena el desempeño de las organizaciones o 
cuando dilata la toma de decisiones para asumir las necesidades sociales que surgen a su 
interior (Ganga et al., 2018, p. 125). 
 
11 Entre las reflexiones están el Report of the Commission on the Future of American Higher Education 
appointed realizado por Margaret Spellings, Secretaria de Educación de los Estados Unidos. 
12 Muchas de las universidades de EE.UU. –MIT y Harvard, por ejemplo– además de los altísimos costos 
de las matrículas y de las donaciones de los filántropos y egresados, existe la venta de patentes, los acuerdos 
con las empresas y el negocio con finca raíz. Todo ello implica por supuesto convenios de investigación en 
la universidad al servicio de temas del interés de las empresas. 




La gobernanza emprendedora es un elemento que hasta el momento se encuentra 
en ciernes y se mide cuando la preocupación institucional está enfocada al “entorno 
estratégico”, siendo los resultados y la competitividad los criterios de orientación 
(Rodríguez y Rodríguez, 2019, p. 38). Los programas al interior y los objetivos 
institucionales están orientados por los criterios impuestos por el mercado. Para el caso 
de las universidades latinoamericanas, su carácter colegial les permite ser consideradas 
como instituciones en las que los pares académicos tienen la posibilidad de gobernarla, 
teniendo en cuenta las necesidades internas que ellos perciben de la institución. 
En el caso de las gestión académica y administrativa de las universidades 
latinoamericanas, pareciera haber una forma de gestión burocrática interesada en cumplir 
los fines impuestos por los ministerios de educación, las comisiones o las agencias 
regulatorias del medio. Se trata de un régimen en donde la norma abunda y en donde a 
pesar de esto, el desconocimiento de ella es persistente entre profesores y estudiantes. La 
innovación, en términos de la teoría de la innovación pública, es complicada, pues se vive 
una clase de “asfixia administrativa” (Rodríguez y Rodríguez, 2019, p. 40). La dirección 
estratégica, las metas y los objetivos de planeación derivados de su trabajo no son vistas 
como una prioridad, e incluso son desconocidas sin más entre la comunidad universitaria. 
Los planes de mejora están restringidos a la dirección de las unidades académicas. Hay 
poca socialización de esos planes y, en general, están circunscritos al corto plazo: no 
implican un “análisis del entorno competitivo, ni de los recursos y capacidades 
institucionales, ni el diseño de estrategias” (Rodríguez y Rodríguez, 2019, p. 41).  
La administración financiera parece reducirse a la de gestión del presupuesto y los 
planes operativos se reducen al ordenamiento del gasto y la definición de prioridades. 
Algunas ideas de largo plazo están ordenadas a la acreditación o a la reacreditación de los 
programas ya existentes a través de indicadores de gestión académica y administrativa 
cuantificables en la mayoría de los casos y siempre sujetos a las determinaciones de las 
autoridades en el campo de la educación en el país (Pérez, 2018).  
Por último, en el ámbito latinoamericano, las universidades y las demás 
autoridades de educación superior se han interesado más en la creación y promoción de 
organismos de evaluación y control de la calidad a través de los procesos de acreditación 
y la obligatoriedad de la definición y ejecución de programas de mejoramiento continuo. 
Lastimosamente, estos procesos han sido insuficientes al momento de delimitar y 
restringir el acceso de programas que cumplen con los requisitos de las autoridades 




nacionales, pero están lejos ser programas de calidad. Por otra parte, se evidencia una 
clase de divorcio entre la “estrategia organizacional” (Ganga et al., 2019, p. 131) y la 
estructura de las universidades, pues no se corresponde la simplificación y organización 
de funciones y la multiplicación y solapamiento de ellas en instancias que sobran. 
2.9. Argentina 
El gobierno universitario argentino sigue el derrotero de las colegiaturas, a través 
de la figura de la “delegación ejecutiva” (Acosta y Celis., 2015, p. [18]), es decir, a través 
de decanos y rectores. Solo en los periodos democráticos, la delegación se ha abierto a la 
representación, intentando ser más inclusiva y abarcantes de la comunidad universitaria 
(Múnera, 2011, p. 11). El principio de organización ha variado también según el gobierno 
de turno: los peronistas han propiciado la incorporación de trabajadores no-docentes en 
el gobierno universitario, mientras los radicales han hecho hincapié en la autonomía 
académica y el autogobierno profesoral (Acosta y Celis., 2015, p. [19]).  
La legitimidad del sistema de gobernanza universitaria ha estado marcada por la 
necesidad constante de repartir el poder de toma de decisión a distintas instancias. Los 
procesos de concertación y consenso en el gobierno universitario han estado presentes 
todavía para el siglo XXI, a pesar, incluso, de los modelos de gobernanza gerencialistas 
conocidos a finales del siglo XX. La “politización” o “partidización”, respaldada 
lógicamente por las pasiones políticas externas (Acosta y Celis., 2015, p. [20]), han 
marcado los movimientos identitarios que encuentran su expresión en representaciones 
estudiantiles con presencia en los cuerpos colegiados: 
El funcionamiento del gobierno de las instituciones universitarias está atravesado 
por los estrechos vínculos con el campo político partidario, en tanto y en cuanto 
las posiciones y lealtades se construyen por fuera de los cuerpos colegiados, al 
margen de los estamentos, de las pertenencia disciplinarias u organizacionales, y 
se ligan más a los partidos políticos hegemónicos en cada universidad. (Acosta y 
Celis., 2015, p. [20]) 
Por lo demás, la gobernanza de la universidad argentina está marcado por el ya 
reconocido corporativismo de las instancias delegatarias. Desde los años noventa, a los 
cuerpos colegiados fueron integrados también autoridades universitarias de menor nivel, 
como los directores de las unidades académicas, otorgándole al estamento docente un 
mayor peso decisorio en el gobierno universitario.  





La herencia colonial dejó en la gobernanza universitaria mexicana figuras de 
concentración excesiva de poder, tal y como sucedía con la figura del rector. Los poderes 
delegatarios estaban traspasados por instituciones externas como la Iglesia y el gobierno 
(Acosta y Celis., 2015). Con el impulso llevado a cabo por la Reforma de Córdoba, desde 
1929 el movimiento estudiantil logró que se reconociera la autonomía de la Universidad 
Nacional de México y que la figura del rector no fuera elegida por el presidente de la 
República y el consejo superior, sino solo por el Consejo Universitario. El órgano fue 
ampliado además con representantes de los estudiantes, que complementaba a la de los 
profesores y la de egresados (Múnera, 2011, p. 12), lo que se potenció en 1934 cuando se 
proclamó como “autónoma” y se le otorgó un manejo totalmente independiente del 
gobierno. Se insistió en la elección de los directores de las unidades académicas basado 
no en la decisión centralizada del rector sino en los miembros de la unidad, lo que se logró 
junto con la potestad de los órganos colegiados de estudiantes y profesores para aprobar 
planes de estudio y reglamentos específicos para cada unidad (Múnera, 2011, p. 15). 
En este contexto, la organización de la gobernanza universitaria estuvo marcada 
fundamentalmente por dos tendencias: la autónoma, presentada por la Universidad 
Nacional Autónoma de México (UNAM) y un tipo de universidad heteronómica 
traspasada por los intereses políticos del gobierno de turno. Solo hasta la década de los 
90, algunas universidades estatales alcanzaron una autonomía similar a la de la UNAM. 
No obstante, estos cambios, a diferencias de las universidades argentinas, fueron 
impulsados por la importación de los principios gerencialistas de gobernanza, en 
particular, por la implementación de sistemas de evaluación y calidad institucional dentro 
de los procesos misionales de la universidad. 
A pesar de ser un modelo gerencialista, la universidad mexicana ha tendido a la 
burocratización de los procesos académicos y la concentración del poder directivo en 
manos del rector. Derivado de este fenómeno, proliferan las comisiones o comités creados 
ad hoc, con un carácter más técnico para resolución de problemas administrativos y 
académicos dentro de la universidad, acentuado a la vez por el desplazamiento de 
organizaciones estudiantiles, sindicales y de representación política. Todo esto ha 
redundado en la concentración no solo del poder, sino además de las funciones del rector, 
quien es ahora el encargado de la planeación estratégica, transformándose más en una 
clase de gerente o planeador académico (Acosta y Celis., 2015, p. 23). 




Se introdujeron cambios estructurales en la gobernanza como la creación de juntas 
directivas conformadas por grupos de interés externos, lo que disminuyó la capacidad de 
los movimientos políticos partidistas de influir en la elección del rector. A pesar de que 
existen todavía los cuerpos colegiados, su acción cotidiana se ve reemplazada por las 
unidades administrativas y ejecutivas en la persona de los directores de unidad, o por 
tareas rutinarias que impiden enfocar la atención en temas estratégicos como el camino 
hacia el desarrollo que la universidad debe tener (Misas, 2004, p. 157). 
2.11. Chile 
Al otro lado de los Andes, la Reforma de Córdoba había tenido poca o ninguna 
manifestación real. Desde 1931, la participación de los estudiantes en el gobierno 
universitario siempre fue limitada (Múnera, 2011, p. 18). La presencia en el Consejo 
Superior Universitario era siempre consultiva.  
La elección de rector y decanos era una prerrogativa del presidente de la 
República. En el Consejo Superior no participaban sino miembros directivos de la 
universidad. Solo hasta 1969, y gracias a la presión de estudiantes se logró abrir a la 
participación estudiantil y profesoral al Consejo Superior. Solo hasta ese momento se 
instituyó la autonomía universitaria como parte fundamental del cogobierno universitario 
que ya conocía otras versiones en Latinoamérica. La participación del estamento 
profesoral era del 65 %, de los estudiantes del 25 % y de los empleados no docentes del 
10 % (Múnera, 2011).  
La irrupción de la dictadura apagó los vientos autonomistas de la universidad. Se 
prohibió la participación de estudiantes en la dirección de la universidad y se daba luz 
verde para que agentes externos influyeran en la toma de decisiones (Múnera, 2011). A 
pesar de la persecución, el inmovilismo se apoderó del profesorado, lo que explica por 
qué ante el retorno de la democracia no se revirtieron los postulados contra la autonomía.  
2.12. Colombia 
La Reforma de Córdoba tuvo tal vez la menor influencia en varias latitudes 
latinoamericanas, incluida la colombiana, en parte por la particular cultura política de las 
élites del país (Misas, 2004). Incluso con liberales en el poder, la universidad conoció 
poca autonomía y cogobierno, aunque en ningún caso parecida a la de las dictaduras 
argentina, brasileña o chilena. Desde 1938, las reformas de López Pumarejo reafirmaron 
la prerrogativa presidencial para nombrar al rector, aunque debieran pasar por el Consejo 




Académico, que era también nombrado por el gobierno (Múnera, 2011, p. 22). No 
obstante, la reforma permitió la composición del Consejo Directivo de representantes 
profesorales y estudiantiles, entre varios de las directivas.  
Los gobiernos conservadores de la década de los 40 y 50 terminaron por modificar 
el cogobierno universitario, otorgándole menos poder a los órganos colegiados en que 
participaban los estudiantes y reforzando la influencia de agentes externos como la Iglesia 
o los ministerios para intervenir en las decisiones del Consejo Directivo. Las reformas del 
año 1963 le otorgaron de nuevo un poder de cogobierno a las universidades, además de 
reforzar la autonomía de las universidades públicas. Se creó el Consejo Superior 
Estudiantil alrededor del cual se articularía el movimiento estudiantil desde la década de 
los setenta. Se crearon plazas en el Consejo Superior para representantes estudiantiles con 
voz y voto, todo lo cual retrocedió con las reformas de 1968 (Múnera, 2011, p. 28).  
Luego de un periodo de vaivenes políticos, solo hasta 1991, la universidad tuvo 
garantizada la preservación de la autonomía, en particular en lo que tiene que ver con el 
nombramiento de rector, aunque desde ese momento hasta la fecha, la politización de 
izquierda de las representaciones estudiantiles y profesores y la distancia de grupos 
externos, entre ellos el de egresados en otras instituciones universitarias, marcan la 
característica desconfianza hacia las universidades públicas (Misas, 2004, p. 131).  
Por lo demás, valga la pena decir que, en todas las universidades del país, por 
virtud del artículo 64 de la ley 30 de 1992, hay menos representación estudiantil y 
profesoral en el Consejo Superior Universitario. Además de ser un número muy reducido 
el número de miembros del consejo —2 de 9 representan a estos dos estamentos de la 
universidad— que sin embargo son los más numerosos y son parte de la misión principal 
de la educación superior en Colombia. El número de miembros del cuerpo colegiado es 
también muy reducido a comparación de los que sucede en Argentina y México, faros de 





Capítulo 3. Recomendaciones para profundizar el modelo de 
gobernanza en la Universidad Nacional de Colombia 
La discusión en la UNAL acerca de la gobernanza como un modelo de toma de 
decisiones, ha tenido origen en las exigencias por mayor “democracia” dentro de la toma 
decisiones en la Universidad (Garzón, 2015). Estas han pensado formas de organización 
interna más horizontales, evocando el deber de legitimidad de las decisiones tomadas, sin 
dejar a un lado la efectividad de los medios dispuestos para ello. También han 
reflexionado sobre la obligación de establecer relaciones con grupos de interés externos 
de forma equilibrada, sin lesionar la autonomía institucional de la Universidad (Bula, 
2011). 
La gobernanza universitaria proporciona una visión multidimensional al ejercicio 
de la administración en tres dimensiones que deben ser reformadas: la interna 
(institucional), la externa (sistémica) y la internacional (global) (Acosta y Celis, 2015, p. 
179). Las presentes recomendaciones apuntan esencialmente a definir algunas líneas 
estratégicas para la reforma en la toma de decisiones internas, además de proponer el 
Gobierno Abierto (GA) como una herramienta propicia para la extensión y puesta en 
marcha de mecanismos que fomenten la transparencia, la participación y la colaboración 
de todos los miembros de la comunidad universitaria y de los agentes externos en la toma 
de decisiones.  
Este capítulo no toca lo relacionado con el carácter global (internacional) que le 
otorga la Nueva Gobernanza Pública al modelo de universidad. Aunque sí se refiere a la 
reforma en las relaciones sistémicas con los sectores externos, no se profundiza en ella, 
pues la reflexión sobre la gobernanza al interior es una condición de posibilidad para 
establecer mejores lazos con los sectores externos y los agentes de la globalización. 
3.1. Una Nueva Gobernanza para la UNAL 
La discusión hoy en relación con la gobernanza universitaria está centrada no 
solamente en la redistribución del poder entre académicos elegidos, si no más 
particularmente en la relación que debe haber entre el liderazgo ejecutivo elegido y las 
instancias de deliberación, los órganos colegiados en donde toman asiento los cuerpos 
representativos de la institución (Mignot, 2003, p. 145). En primera medida, hay que 
reconocer que son múltiples los actores que están involucrados en la toma de decisiones 
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y que ejercen influencia sobre ella, a veces incluso de manera contradictoria. Ese 
liderazgo ha sido ostentado en tiempos recientes por quienes enarbolaron el tipo de perfil 
gerencial o emprendedor que hace dos décadas era el ideal de la universidad. Ellos 
proponían una gestión estratégica, la reducción de costos, la evaluación de la calidad de 
la enseñanza y la investigación, y el establecimiento de alianzas con grupos externos 
interesados (Pérez, 2018).  
Aunque en la UNAL, el modelo organizativo de gobernanza ya marcha desde hace 
algunos años, no se puede desconocer que la tradición burocrática sigue teniendo un gran 
peso en la toma de decisiones, en particular, en las instancias medias de la universidad. 
Se presentan dos extremos: un apego excesivo a la norma por parte de algunas directivas 
(Misas, 2002, p. [3]) que inmoviliza a las dependencias y las obliga a tener un ritmo 
acompasado y monótono, y a la vez un desconocimiento casi total de esa norma por parte 
de los miembros de la comunidad universitaria. La burocratización sigue siendo excesiva, 
y el poder en la toma de decisión bastante fragmentado en dependencias atrincheradas en 
“pequeñas parcelas de poder” (Misas, 2002, p. [3]).  
De esta manera, la gobernanza se caracteriza por su excesivo centralismo y 
burocratización de la toma de decisiones. Sin duda la colegialidad tiene algún grado de 
discrecionalidad, pero tal grado no alcanza a ser lo suficientemente abierto e innovador 
para estudiantes, docentes y administrativos. Existe una distancia entre la comunidad y el 
Consejo Superior Universitario (CSU), más cuando su conformación es reducida en 
número y proporción. Tampoco integran otras colegialidades que deberían tener 
presencia en la universidad tales como los consejos para la Vida Estudiantil, la 
Investigación y el Desarrollo, Académicos y de Gestión Estratégica, de Innovación 
Tecnológica y Creación Artística, Consejo Social o Consejo de Extensión (Acosta y 
Celis., 2015, p. [38-39].  
La descentralización —que es uno de los objetivos de la gobernanza— consiste 
en la conformación de múltiples instancias colegiadas, cada una con un objetivo 
específico dentro de la vida universitaria (estudiantes, profesores, innovación, extensión, 
etc.) y conformada los distintos miembros de la universidad. Sería interesante retomar 
algo del ejemplo argentino y su gobernanza universitaria al reconocer la participación de 
profesores, estudiantes, egresados e incluso de personal administrativo dentro de los 
órganos colegiados en esos distintos ámbitos de la vida universitaria. Esto es posible si se 
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propicia la creación de un claustro de egresados y de administrativos que respalde el papel 
representativo que deberían tener los miembros de esos consejos. La participación pública 
requiere cambios que reactiven procesos dinámicos y deliberativos, en los que el 
estudiante/ciudadano encuentre que sus consideraciones son tenidas en cuenta, e incluso 
que tienen impacto visible (Simrell et al, 1998, p. 323).  
El modelo de gobernanza resulta relevante en la discusión dentro de la UNAL, 
pues contiene respuestas a problemas tan esenciales como el de los fines de la universidad 
en la sociedad colombiana, así como también la posibilidad de ser una instancia de 
movilidad social de los estudiantes/ciudadanos (Acosta y Celis, 2015, p. 173). La Nueva 
Gobernanza implica modelos pedagógicos basados en la formación de ciudadanía con 
valores democráticos y de respeto hacia los Derechos Humanos. Es por esto que se espera 
la participación efectiva de todos los estamentos de la universidad en la toma de 
decisiones, empoderando a estudiantes para que colaboren en la producción de ideas y 
para reeducar a los administradores (Simrell, 1998, p. 323).  
La participación democrática garantiza la inexistencia de un pensamiento único a 
través del del disenso (Acosta y Celis, 2015, p. 177). El camino hacia el cumplimiento de 
los fines misionales de la Universidad se da a través varias sendas; no hay una única 
manera de proceder para alcanzarlas. La probabilidad de legitimidad y acierto en la toma 
de decisiones se vuelve armónica, por lo menos en lo que tiene que ver con su aceptación 
racional por parte de la comunidad universitaria.  
Misas (2002) se da cuenta, sin embargo, del problema que tienen los estudiantes 
al no poseer una clase de “subsidio cultural” (p. [3]) que les posibilite entender la cultura 
académica de la universidad (Ganga et al., 2018, p. 128). Tal vez no solo entre estudiantes 
pase, también entre administrativos e incluso entre docentes y directivas. Este fenómeno 
se extiende también a la vivencia de la democracia en sociedad, así como la experiencia 
de igualdad y libertad inculcadas desde casa. Lamentablemente, muchas de las 
organizaciones dentro de la Universidad se convierten en prolongaciones de partidos 
políticos, que para quienes no hacen parte de ellos, tanto entre estudiantes como entre 
profesores, resultan ser movimientos eclipsantes de manifestaciones no necesariamente 
políticas. 
El estamento profesoral debe reconocer que los demás tienen derecho a participar 
en las formas de gobierno de la universidad, además de que debe admitir que la 
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convergencia de puntos de vista aclara la manera como se perciben los problemas 
(Simrell, 1998). La gobernanza universitaria reconoce las competencias y suficiencia del 
estamento estudiantil para definir su propia formación en la universidad, pues ajustarían 
los métodos pedagógicos a sus propios intereses, así como también del estamento 
administrativo para gestionar los bienes y servicios de la universidad con fines netamente 
académicos. La apropiación de la gestión por distintos estamentos, en particular, el 
estudiantil contribuiría a la cultura de la asociación, anteponiendo siempre los fines 
académicos (Acosta y Celis, 2015, p. 179). Los estudiantes imprimen con mayor certeza 
el carácter democrático a una organización necesariamente plural, mientras los 
administrativos le otorgan el rendimiento técnico dirigido siempre a los fines de la 
Universidad. Es por esta razón que la participación estudiantil y del personal no docente 
debe darse en todos los grados de la gestión universitaria, a fin de fungir como guardianes 
del mejoramiento y cumplimiento de los derechos y deberes de toda la comunidad (Acosta 
y Celis, 2015, p. 179).  
La descentralización será exitosa si se ponen en duda y se reforman los 
mecanismos tradicionales de elección indirecta de las autoridades unipersonales. No se 
trata de imitar el esquema de división de poderes de las autoridades civiles (Acosta y 
Celis., 2015), pero sí de configurar un esquema en que los estamentos en cada claustro 
participen en la elección de las autoridades unipersonales como el rector y los decanos. 
En cuanto a la figura del rector, no parece conveniente seguir el camino de algunas 
instituciones que han decidido eliminar la condición de ser profesor de la universidad 
para ser rector. Esto puede conducir peligrosamente a un grado de improvisación para 
alguien que no ha tenido experiencia en gestión universitaria, además de no responder 
con la tradición de un rector primus inter pares propios de la tradición académica europea, 
hispánica y también latinoamericana. 
Por esa razón, es una idea utópica proponer liderazgos de distintos orígenes que 
lleguen a un consenso único sobre el devenir de la universidad. Por lo general, esos 
liderazgos no cooperan entre sí, o no necesariamente (Mignot, 2003, p. 137). Los 
liderazgos suelen tener diferentes estilos entre ellos, lo que está en la raíz de una sana 
gobernanza universitaria. Esto no excluye el hecho de que los rectores, presidentes o 
cancilleres establezcan alianzas con el senado, consejo o claustro (Mignot, 2003, p. 146-
148).  
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En esta línea, la gobernanza se alimenta de la diversidad regional manifestada en 
el tejido social de los estudiantes, profesores y administrativos de la universidad. La 
dimensión territorial debe profundizar en la reflexión acerca de la disparidad entre las 
sedes de la Universidad. Este fenómeno responde al “individualismo organizacional” 
propio tanto de las sedes como de las demás instituciones de educación superior del país 
(Miñana y Bernal, 2015, p. 177). Las implicaciones del modelo de gobernanza se 
extienden dentro de la UNAL a otorgar más autonomía institucional a las sedes, lo que 
significa otorgarles más responsabilidades sin recursos adicionales. Más autonomía, 
descentralización, cierre de brechas estructurales y ajuste a las instancias de decisión, a 
través de un proceso gradual, coordinado y balanceado entre todas las sedes (C3PES).  
Por otra parte, el problema de la institucionalización de los modelos de Nueva 
Gobernanza Pública en la educación superior pública y, en particular, en la UNAL, no 
atañen solamente a las directivas de esta. Las universidades siguen siendo un eje 
articulador entre la generación de conocimiento y de capital humano y los procesos de 
producción económica y de reproducción social de la cultura y la innovación social. La 
inversión en la educación superior y, a través de ella, en la investigación e innovación son 
las vías más rápidas y útiles con el crecimiento en países de bajo y medio ingreso (Acosta 
y Celis, 2015, p. 171).  
Por esta razón, el modelo de gobernanza propuesto incorpora no solamente una 
forma más horizontal de gobierno dentro de la universidad, sino también con actores 
externos interesados en sus procesos formativos. Así sucede con el sector productivo, que 
está, o debería estar preocupado por la pertinencia de los programas curriculares en 
relación con las necesidades no solamente del mercado, sino también de la sociedad. Las 
nuevas competencias relacionadas con las nuevas formas de producción en las que 
intervienen la informática, la robótica o la telemática, plantean cambios profundos a los 
currículos y al modelo pedagógico.  
La Gobernanza no es neutra ni se trata de una tarea de ingeniería: es una labor de 
construcción, preservación y proyección en el tiempo de los elementos que 
convierten a la organización en una institución que involucra a muy diversos 
actores que hallan su razón de ser en los fines a los que sirven y en los resultados 
que alcanzan. (Ganga et al, 2018, p. 129). 
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La gobernanza implica una reestructuración interna basada en “prioridades 
estratégicas”. La responsabilidad frente a la sociedad civil implica que en el Consejo 
Superior Universitario estén representados también sectores externos de la sociedad civil 
y del sector productivo. No se puede perder de vista que este último sector funge como 
instancia de financiamiento de la universidad y ofrece empleo a sus graduados (López, 
2015, p. 46).  
Estos cambios inciden en las formas en las cuales la universidad está estableciendo 
comunicación con el mundo productivo y con las necesidades de la sociedad, en particular 
las que tienen que ver con hacer una sociedad más igualitaria y democrática. Este último 
problema pasa necesariamente por preguntarse por el mismo modelo democrático dentro 
de la universidad, por la educación que reciben los estudiantes acerca de los procesos de 
la democracia en sociedad ya desde la misma universidad. Si se considera la universidad 
como una empresa con una responsabilidad social reducida a la producción de 
conocimiento útil al sector productivo, ella misma tampoco cubriría esas necesidades por 
el nivel de desconexión que tiene con aquel sector.  
La conexión entre la universidad y el sector productivo, así como con los demás 
centros de investigación del país y del exterior, plantean preguntas acerca del modelo 
organizativo y de gestión de distintos recursos que posee la universidad (Misas, 2002). 
Ya que el modelo de gobernanza no solamente se trata de un modelo de gestión volcado 
hacia adentro, que busca la horizontalidad en la relación entre las dependencias al interior, 
también debe enfocarse en buscar un tipo de relacionamiento igualitario o por lo menos 
establecer los canales de comunicación entre empresas, sociedad civil, estado y 
universidad, entre centros de investigación, el sector productivo y la universidad:  
“La universidad no puede convertirse en un engranaje de la empresa, pues perdería 
su razón de ser y, por supuesto, las empresas no pueden ser una extensión de la 
universidad. Teniendo claro este aspecto es posible diseñar políticas e 
instrumentos que permitan potenciar las relaciones entre universidades y sector 
empresarial” (Misas, 2002, p. [9]). 
El camino para llegar a una interacción sana entre uno y otro actor, está en 
desestigmatizar la relación. Dejar de pensar que si la universidad considera tomar nuevos 
caminos para acercarse al sector productivo estaría desconociéndose a sí misma, así como 
también que estableciendo relaciones de cooperación con otros centros de investigación 
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deja a un lado lo típico de los problemas sociales colombianos. Es necesario establecer 
formas de comunicación que hagan ver como una obligación la transferencia de 
conocimiento de la universidad a sectores como las empresas o la administración pública 
(Misas, 2002). Esto implica reformar las normas y los estatutos que permitan esta 
comunicación entre los grupos de investigación para las relaciones de cooperación intra 
y extrainstitucional: 
El nuevo paradigma de Gobernanza universitaria precisa impulsar el 
estrechamiento de los nexos de la universidad con el sector productivo y lograr un 
vínculo efectivo con el mundo de la empresa y promover, en la medida de lo 
posible, el autofinanciamiento de las entidades educativas. (Ganga et al., 2018, p. 
131). 
El papel de la gobernanza universitaria debe tener más en cuenta la compleja 
realidad de las instituciones externas que “certifican, evalúan y acreditan” los procesos 
académicos, pedagógicos y administrativos de las unidades académicas básicas (Sabogal, 
2015, p. 68). La preocupación no nace de la posibilidad que tienen esas instituciones para 
normatizar y establecer los criterios de calidad y excelencia académica y administrativa, 
sino de la falta de autonomía en un medio copado por instituciones que ofrecen 
acreditación internacional (Pérez, 2018, Sabogal, 2015)13.  
Los programas de gestión de la calidad desbordan las capacidades verdaderas de 
la institución, pues los procesos de acreditación se ajustan de manera muy rigurosa a los 
indicadores prescritos por el Ministerio de Educación para acreditar una institución. Estos 
nuevos sistemas y procesos para la medición de la calidad, influyen en la gobernanza 
universitaria, pues además de imponer reglas externas mediadas por indicadores de 
gestión y producción académica, tiende a propiciar cambios en la estructura 
organizaciones de la universidad (Pérez, 2018).  
La posición negacionista sería preocupante también, en razón a que en primer 
lugar las instituciones de educación superior privadas recurren a estas instancias para 
 
13 La acreditación internacional no representa necesariamente la imposición de criterios gerencialistas en 
las instituciones de educación superior locales. Los procesos de evaluación y autoevaluación a cualquier 
nivel, contribuyen sin duda a “mejora y perfeccionamiento en la educación, dejando como tarea pendiente 
la calidad en la educación superior” (Morales, 2009., p. [1]). Este deber ser se enfrenta al peligro de que los 
procesos de evaluación institucional de la educación superior se conviertan en una “mera medición y 
entrega de certificados”, lo que se conjuga muy bien con los criterios tecnocráticos del gerencialismo en 
gestión universitaria. 
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promocionarse a sí mismas en el medio educativo, lo que repercute en la demanda de la 
oferta oficial. Por lo demás, el fenómeno debe plantear preguntas acerca de la pertinencia 
de la acreditación nacional frente a los estándares de las internacionales. No solo para 
fines de mercado, sino de armonía institucional e integración de la innovación, la 
universidad debería escuchar estas y otras propuestas de acreditación. La UNAL no debe 
sustraerse de los procesos de evaluación y reacreditación, entre otras cosas porque a través 
de esta también se asignan fondos públicos: 
Es necesario definir el sentido de la calidad de educación superior para lograr su 
mejor aporte al desarrollo de la humanidad y hacer de las tensiones que se generan, 
un espacio de aprendizaje y reflexión. Lo contrario, implementar la calidad sin la 
construcción de sentido o con orientación mercantilista de la educación, asegura 
la producción de tensiones que atrasan el desarrollo humano (Pérez, 2018, p. 104). 
Falta socialización y democratización de las responsabilidades que acarrean los 
planes de mejoramiento continuo, por no hablar que en muchas ocasiones estos resultan 
ser un requisito que debe cumplir la dependencia para mantener un nivel de calidad 
incomparable dentro de la misma universidad. Aquí, las unidades de gestión de la 
universidad actúan como islas independientes unas de otras y con una comunicación 
precaria con el nivel central encargado de acompañar estos y otros procesos.  
La gestión universitaria es también objeto de discusión y controversia, en 
particular cuando los modelos de gestión pública han variado tan drásticamente en los 
últimos cuarenta años. Las formas tradicionales de gestión, denominadas burocráticas o 
jerárquicas, demuestran falencias a la hora de entender las presiones externas que sobre 
la universidad ejercen en particular el sector productivo y la comunidad política (Bleiklie 
y Kogan, 2007). La universidad presenta procesos más lentos que los de la sociedad, pero 
este hecho no la excluye de pensar nuevas formas de organización y gestión que sean 
congruentes con las realidades del mundo social.  
La administración no puede estar por encima de los fines académicos, puesto que 
riñe el principio de libertad de cátedra con las órdenes de la administración. Es necesaria 
una organización administrativa más horizontal y menos jerarquizada y fragmentada por 
el gerencialismo actual. La Gobernanza implica entonces un diálogo (discusión) de 
distintos estamentos de la comunidad universitaria, siempre apegados a la a la 
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Constitución y las leyes, pero especialmente a un tipo de código axiológico que define el 
ethos del miembro de una comunidad universitaria pública (Acosta y Celis, 2015, p. 177). 
3.2. Gobierno Abierto como instrumento de gobernanza  
El Gobierno Abierto (GA) se refiere a “una cultura de gobernanza que promueve 
los principios de transparencia, integridad, rendición de cuentas y participación de las 
partes interesadas en apoyo de la democracia y el crecimiento inclusivo” (OCDE, 2017). 
El concepto de GA está basado en tres principios que deberían ser pilares de la gobernanza 
y de la gestión universitarias: 
1. Transparencia: se basa en la promoción de la rendición de cuentas y del acceso 
a la información para que el miembro de la comunidad universitaria pueda hacer 
control a la administración de la institución (Lendon and Hearn, 2006, p. 646). 
Los datos le dan la posibilidad de los miembros de la comunidad de realizar 
análisis no solamente útiles para el conocimiento individual, sino también para la 
utilidad y usufructo de la comunidad.  
2. Participación: de los miembros de la comunidad para crear, diseñar, elaborar, 
ejecutar, monitorear, hacer seguimiento y evaluar planes, programas, proyectos y 
políticas públicas universitarias.  
3. Colaboración: de los ciudadanos para cumplir los objetivos o fines misionales 
de la universidad. Aquí se incluye la colaboración de grupos interesados del sector 
privado, asociaciones externas y cualquier tipo de agente interesado en los 
procesos formativos, de investigación y extensión de la universidad (Castillo, s. 
f., p. 13). 
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Gráfica 1. Ecosistema de Gobierno Abierto 
 
Fuente: Castillo, s. f., p. 20. 
El GA puede haber un uso intensivo de tecnologías de la información, en 
particular, de las aplicaciones web, a través de los cuales y casi se puede acceder a la 
información y los servicios prestados por el gobierno (Ghayur, 2006, p. 1011). En este 
sentido, la creación incentiva a poner al usuario, o más bien, al ciudadano en el centro de 
un ecosistema de innovación abierta de conocimiento público (Peters and Jandric, 2018: 
561). Se trata de hacer una opción por una apertura radical al acceso y producción de 
conocimiento a través de la interconectividad y la interactividad de los diferentes agentes 
de la universidad. La tecnología al servicio no solamente del procesamiento de datos sin 
forma, sino centrada en los objetivos sociales y políticos establecidos por una gobernanza 
que tenga en cuenta las necesidades de la comunidad universitaria. Se trata de proponer 
e implementar la Digital Era Governance (DEG), basada en el ideal de restituir las 
preocupaciones en el control gubernamental, el gobierno holístico (o en conjunto) y la 
digitalización (Peters and Jandric, 2018: 560). 
La Era Digital contiene uno de los principios de la Nueva Gobernanza Pública en 
relación con la participación ciudadana: el fácil acceso a la información como derecho 
fundamental (McLendon and Hearn, 2006, p. 645). La gobernanza está basada en la 
mayor participación ciudadana en la toma de decisiones del gobierno. Esta participación 
no es posible sin un acceso a los datos puros que produce la sociedad.  
La institucionalidad en la nueva gobernanza debería proporcionar los medios para 
del GA, a la implementación fin de propiciar el control ciudadano y la posibilidad de la 
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estructuración de políticas públicas (Castillo, s. f., p. 8). Esto implica no solo la open data, 
sino también open process, particularmente en los que relacionados con la toma de 
decisión y la gestión universitaria. Sondeos en universidades norteamericanas confirman 
que la apertura de procesos y datos otorgan poder para controlar y asegurar la confianza 
en las instituciones (McLendon and Hearn, 2006, p. 659).  
El análisis de datos permite crea un gobierno ágil, capaz de responder a los 
problemas cotidianos en tiempo real y a los de largo plazo con curvas de análisis de sus 
variaciones en el tiempo (Dunleavy, 2006, p. 485). Además, ese análisis elimina las 
intermediaciones y las reemplaza por la inmediatez en la prestación de los servicios al 
ciudadano. 
3.3. El Gobierno Abierto en la universidad 
Un estadio posterior a la universidad neoliberal, regida por la NGP, es el que hace 
presente el open model of digital university (Peters and Jandric, 2018: 553). Las nuevas 
tecnologías han aportado nuevas formas de hacer conocimiento, de difundirlo entre las 
instituciones interesadas en esa producción y entre consumidores asiduos. También ha 
creado nuevas formas de interacción entre los agentes universitarios que cocrean 
conocimiento, codiseñan, y a quienes se les puede asignar una responsabilidad colectiva 
por la producción del conocimiento. Esta condición crea las condiciones de posibilidad 
para la collective intelligence, menos sometida a las trayectorias individuales e interesada 
en las formas de gobierno entre pares (Peters and Jandric, 2018, p. 553). 
Las universidades colombianas ya poseen ejemplos de GA implementados en 
Colombia y de los cuales puede seguir el ejemplo: urna de cristal, los portales para la 
simplificación de trámites administrativos en beneficio del ciudadano, archivos digitales 
como el de Derechos Humanos y Memoria Histórica, Portal de Datos Abiertos, el portal 
de rendición de cuentas y transparencia económica, Colombia Compra Eficiente, el Portal 
Anticorrupción, entre otras (Castilla, s. f., p. 36). 
La gobernanza universitaria debe integrar el modelo de GA, puesto que, en 
términos organizacionales, la información es considerada como “instrumento de poder y 
de gobierno” (Castillo, s. f., p. 10), por lo que debe ser regulada y el acceso a esta debe 
ser democrático. A partir de la información, los miembros de la comunidad universitaria 
podrán hacer juicios razonados sobre los asuntos que interesan a la misma comunidad 
(McLendon and Hearn, 2006, p. 646).  
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El GA universitario refleja los anhelos democráticos de las instituciones 
educativas de educación superior, que deben aspirar a instaurar, para su propia 
gobernanza, procesos de democracia representativa efectivos. Se trata de ejecutar las 
cuatro acciones específicas del GA: comunicar, dar acceso, consultar e involucrar 
(Castillo, s. f., p. 24) a los estamentos que conforman la comunidad universitaria.  
El GA reconoce explícitamente la importancia de establecer diálogos con distintos 
actores de la sociedad civil interesados en los bienes y servicios públicos ofrecidos por la 
universidad. Su participación tiende a dinamizar los procesos de funcionamiento 
universitaria por su función de control. En este sentido, las directivas universitarias deben 
estar acompañadas de nuevos actores y el GA se erige como una herramienta propicia 
para lograr este objetivo. La universidad debe dejar a un lado el temor o la desconfianza 
hacia actores tales como las representaciones profesorales y estudiantiles, los egresados 
y el sector productivo. La sociedad del conocimiento, de la que depende la visualización 
de las causas múltiples de los problemas de la universidad, pueden ser mejor percibidos 
si se integra a estos actores.  
Las reformas hacia nuevas formas de gobernanza en la universidad deben 
incorporar el desarrollo de las TICs en el ámbito educativo, así como también la gestión 
basada por medio de la innovación educativa y social (Bula, 2020). Hoy en día la 
virtualización no solo de los procesos pedagógicos, sino también de los de gestión 
imponen el reto de seguir transformando a la universidad hacia un modelo de gestión más 
democrático. El trabajo colaborativo y telemático determinan hoy la forma en que procede 
la gestión universitaria, posibilitando mecanismos innovadores para la gestión de la 
información, la gestión del conocimiento y la gestión organizativa de la institución 
universitaria.  
A través de una reinterpretación del papel de la tecnología y lo digital en la 
universidad, la reflexión debe encauzarse a retornar o, por lo menos, resignificar la 
universidad en su carácter público, en su esencia democrática. Se trata de educar 
ciudadanos, distribuir conocimiento tan ampliamente como sea posible a través de 
criterios de producción y distribución articulados a los propósitos públicos de la 
universidad (Peters and Jandric, 2018: 553). La integración de los estudiantes a la 
producción y distribución de contenido en las distintas ramas del conocimiento está 
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ordenada a incentivar y asegurar la participación de los potenciales trabajadores en la 
economía global del conocimiento (Peters and Jandric, 2018: 554).  
El ciberespacio se erige como uno de los lugares a través de los cuales las bases 
de datos y el acceso a la información libre y gratuita permitiría el análisis de la 
información por estudiantes, administrativos y profesores. La interacción entre la 
comunidad universitaria propicia un ecosistema de servicios en donde es fundamental la 
cocreación de valor a través de modelos de integración de servicios que tengan como 
sustento la interacción virtual (Bula, 2020). Debido a que el conocimiento nunca está 
totalmente construido, se necesitan medios que posibiliten la interacción y la creación en 
tiempo real a varias manos y sin los rótulos de derechos de propiedad que mercantilizan 
el conocimiento.  
El uso de la internet y la tecnología como mecanismos para propiciar la 
gobernanza y la gestión universitarias es todavía muy precario (Dunleavy et al. 2006, p. 
478). Los procesos de consulta electrónica para la “elección” del rector, tal y como ocurre 
hoy en la UNAL, representan un mecanismo de participación de los miembros, pero 
parece promover ineficazmente la legitimidad del proceso de elección, todo lo cual no 
significa dejar de asignarle su carácter consultivo. 
Los canales de comunicación de Unimedios tales como UNRadio, UNPeriódico 
no tiene secciones de participación de los miembros de la comunidad en temas 
directamente relacionados con la gobernanza universitaria. Se enfocan en hechos y 
análisis fuera de la universidad, pero poco se habla de la gestión universitaria o de las 
posiciones críticas acerca de la gobernanza al interior. Se crea valor público hacia el 
exterior, pero poco hacia los procesos internos de la universidad. Los medios tecnológicos 
y de comunicación deben crear espacio “perdurables en el tiempo [que] logren llegar al 
mayor número de ciudadanos, procurando que con esto […] se promueva la transparencia 
y la eficacia del gobierno” (Castillo, s. f., p. 18). 
Ghuyar (2006) sugiere unos pasos para la implementación del GA. Como primera 
fase, se debe despertar la consciencia democrática para la apertura de información, 
identificando las necesidades de cocreación de conocimiento y de gobernanza. Para ellos, 
se debe idear un “plan maestro” (p. 1019), que permita a la institución trazar los objetivos, 
así como los límites temporales del plan. Este paso se acompaña con la creación de una 
infraestructura tecnológica e informática básica que implique la instalación, 
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consolidación y mejoramiento continuo de la conectividad, la difusión de información a 
través de sitios web oficiales y correos electrónicos institucionales, recopilación de datos 
de consulta sencilla y algunas herramientas para la toma de decisiones.  
La segunda fase implica la regulación del uso de la infraestructura implementada 
y la que se instale en el futuro, en donde se establezcan los límites que requiere la 
implementación del GA como la privacidad, las firmas digitales, las transacciones online, 
la piratería digital, entre otras (Ghayur, 2006, p. 1020). Por lo demás, la expansión de la 
red tecnológica debe ser acompañada por una regulación que reglamente la creación y 
consolidación de redes de intranet en la organización, chats de atención en vivo, 
herramientas para la gestión del conocimiento, entre otros. Los siguientes procesos serán 






La reflexión sobre un modelo de gobernanza universitaria no puede iniciar sin que 
haya un consenso en la mayoría de la comunidad universitaria y también en la sociedad 
en general: que la universidad —como una parte constitutiva de los procesos de la 
sociedad— contiene en su interior diversas identidades, expresiones y visiones que deben 
tener su manifestación en la manera como se toman las decisiones en la universidad. 
Aunque estas expresiones deberían también evidenciarse en la gestión universitaria, las 
experiencias internacionales demuestran que los modelos más horizontales de gobernanza 
son un buen comienzo para integrar a los procesos académicos y de dirección a la mayor 
parte de la comunidad. 
Para que la integración de la comunidad universitaria y de sectores externos se 
haga realidad en la toma de decisiones de la universidad, no es posible seguir relegando 
al campo de lo “técnico” aspectos que son en realidad de la dirección de gobierno. La 
universidad no puede ser concebida como una empresa. Fortalecer la Nueva Gobernanza 
en la universidad intenta ser una forma de dejar a un lado la uniformidad, la conformidad 
y la racionalidad a ultranza, para cambiarla por la diversidad, la innovación y la intuición 
creativa (Peters y Jandric, 2018, p. 556). Las decisiones tomadas en la administración en 
sus más altas esferas corren constantemente el peligro de carecer de validez institucional 
e incluso técnica, lo que contribuiría, de nuevo, al socavamiento de las bases sociales y 
políticas cuando esas decisiones son desacertadas (Cingolani y Fazekas, 2021, p. 550). 
La Nueva Gobernanza Pública, que se manifiesta lógicamente en un tipo nuevo 
de gobernanza universitaria, apuesta por introducir un equilibrio entre los poderes al 
interior de la universidad. Dicho balance puede ser inducido ajustando las funciones de 
las autoridades unipersonales y las colegiaturas, abriendo en estas últimas la posibilidad 
de una mayor representación, particularmente del estamento estudiantil, profesoral y no 
docente. Lo mismo debe hacerse con los sectores externos, promoviendo el vínculo de la 
Universidad con el gobierno, el sector productivo y los egresados.  
Esta propuesta no estigmatiza el papel llevado a cabo hasta ahora por el Consejo 
Superior Universitario en la Universidad, pero si se atreve a proponer cuerpos colegiados 




consejos para la Vida Estudiantil, la Investigación y el Desarrollo, consejos Académicos 
y de Gestión Estratégica, de Innovación Tecnológica y Creación Artística, Consejo Social 
o Consejo de Extensión (Acosta y Celis., 2015, p. [38-39].  
Tampoco se pretende estigmatizar el papel de dirección y liderazgo que debería 
seguir ejerciendo el rol de rector (presidente, canciller, etc.), aunque sí se llama a 
reinterpretar de rol como mediador entre la universidad y la sociedad. En su interior, quien 
ocupe esta posición debe armonizar la relación entre el poder político dentro de la 
universidad, el poder administrativo y el académico. A pesar de que en la UNAL no 
aparezca la forma de gobernanza universitaria asociada existencialmente al gobierno 
nacional de turno, este no deja de ser un peligro constante del cual la universidad debe 
cuidarse. 
Las propuestas de gobernanza se configuran tanto en el proyecto de autonomía 
institucional definida por distintas fuentes, incluyendo la Reforma de Córdoba, como por 
el proyecto de construcción de Estado nación. Pueden existir modelos universitarios de 
gobernanza que poseen todavía elementos del modelo burocrático de gestión. Esto, 
combinado con formas propias del gerencialismo más moderno como la búsqueda de 
resultados sobre los académicos, el fetiche de la estrategia de corto plazo –que debería 
denominarse más bien táctica– y la falta de una proyección institucional de largo alcance, 
impide profundizar el modelo de gobernanza universitaria que necesita la UNAL.  
La universidad en la era digital debe ser un proyecto no solamente científico y 
técnico, sino también político que lleve a las personas a ser más inteligentes que las 
computadoras, en vez de intentar obstinadamente lo contrario (Peters and Jandric, 2018, 
p. 559). Los entornos digitales ocuparán su lugar en la producción de conocimiento, como 
depósito de información y organización de bases de datos, y menos como cocreadora de 
conocimiento. Este modelo es totalmente contrario a las expectativas puestas en la 
inteligencia artificial, a la que se le asignan esperanzas que parecen dejar a un lado el 
elemento humano como si fuera algo prescindible (Peters and Jandric, 2018: 559). La 
digitalización debe estar centrada en los miembros de la universidad. Ella otorga la 
posibilidad de crear una visión verdaderamente holística de los procesos, bienes y 
servicios que la universidad presta a sus estudiantes y al público en general, generando 




Esta propuesta de una nueva gobernanza universitaria, basada en los presupuestos 
teóricos de la Nueva Gobernanza Pública, continúa el debate abierto en la UNAL y que 
tiene por meta construir los objetivos de desarrollo de la Universidad hasta el 2034. Este 
es solo un aporte más en la línea de favorecer la construcción de ciudadanías a partir de 
la participación democrática en las instancias de decisión de la Universidad. Por el 
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